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La cuota sola no basta: 
El caso de Colombia' 

Magdalena León y [irncna Holguíu' 

Introducción 

La Constitución Política de Colombia de 1991 se constituye en el marco 
normativo y la puerta de entrada para el desarrollo de medidas afirmativas, 
como la Ley de cuotas, en favor de una inclusión de las mujeres en las instan­
cias de decisión política. Específicamente es el último inciso del artículo 40 
de la Constitución el que abre paso para la promoción de la participación de 
las mujeres en las instancias de decisión política. En este inciso se señala que 
"las autoridades garantizarán la adecuada y efectiva participación de la mujer 
en los niveles decisorios de la Administración Pública" (Constitución Política 
de 1991). 

A partir del mandato constitucional de 1991 se configura en la década de 
los noventa el proyecto sobre la Ley de cuotas cuya sanción se dio en el año 

2000. La entrada en vigencia de la Ley 581, o "Ley de cuotas", se constituye 
sin lugar a dudas en uno de los logros más significativos para el avance en la 
inclusión de las mujeres en el ámbito político. Esta Ley señala que el 30% de 
los cargos de máximo nivel decisorio, y otros niveles decisorios dentro de la 
estructura de la administración pública, deben ser ocupados por mujeres. 
Dadas las características de la norma, se puede afirmar que la Ley de cuotas es 
una acción afirmativa en favor de las mujeres. 

Teniendo en cuenta el peso que los orígenes de la Ley han tenido en su 
aplicación, este artículo busca hacer una recopilación del proceso de discu­
sión, promulgación y aprobación de la Ley de cuotas, así como su cumpli­
miento durante los cuatro años de vigencia con el objetivo de responder a 
preguntas tales como ¿Por qué es la ley de cuotas una acción afirmativa? 
¿Cómo fue su proceso de configuración? ¿Cómo ha sido su desarrollo duran-

La idea inicial de este artículo surgió de nuestro trabajo de investigación más amplio"Acción Afirmativa 
en Colombia. Norrnatividad, catastro de medidas en el vector público y privado )' programas en la edu­
cación superior: avances y linriraciunec", elaborado en 2003 y auspiciado por el Fondo Internacional 
de Becas (FIU) de Santiago de Chile.Ver: León, Magdalena y Holguín.jimcna.Acción Afirmativa: Hacia 
Democracias lnclusivas. Colombia. En: Diaz Pamela (ed.). Santiago: Fundación Equitas.2005. 

2 Agradecemos I~ comentario, y sugerencias hechas por Cecilia Barrara. Maria Emma WiII, y Beatriz 
Quintero a lo, borradores de "te arrírulo. 
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te los cuatro años de vigencia? ¿Qué factores y qué actores han incidido en 
la formulación y cumplimento de la norma? 

Durante el proceso de configuración y aplicación de la norma ha sido 
fundamental la presencia e influencia de la sociedad civil. El cumplimiento 
también ha estado influido por la voluntad política de los gobernantes para su 
aplicación, lo que ha conducido a que en algunos casos, y algunas instancias, 
la Ley se cumpla a cabalidad y en otras no suceda lo mismo. De ahí que los 
factores fundamentales para el cumplimiento de la norma sean la presencia de 
la sociedad civil y la voluntad política. Estos factores están marcados por el 
proceso histórico que llevó a la configuración de la Ley puesto que fueron 
determinantes para su surgimiento. 

De esta forma, este artículo busca desarrollar un análisisdel proceso de con­
figuración, aprobación y aplicación de la Ley de cuotas a través de una síntesis 
teórica sobre las cuotas políticas y las acciones afirmativas. De la misma mane­
ra se hará una descripción de la norma desde su origen para comprender los 
factores y los actores que han estado presentes desde su configuración. Así 
mismo, se presentan algunos resultados de la Ley que se han dado durante su 
vigencia. Dado que en el año 2003 se dio un cambio en la estructura del siste­
ma electoral colombiano, en este artículo también se analiza la relación entre la 
reforma política del año 2003 y las cuotas para mujeres. 

Las cuotas políticas como acción afirmativa 

Siguiendo la propuesta de T.H. Marshall, el ejercicio de la ciudadanía 
puede dividirse en tres aspectos constitutivos de la misma: los derechos civi­
les, los derechos políticos y los derechos sociales. El elemento civil de la ciu­
dadanía contiene los derechos con los que cuentan los individuos para el ejer­
cicio de su libertad individual. Estos derechos corresponden, entre otros, a la 
libertad de expresión, ideología, fe religiosa y el derecho a la justicia. El ele­
mento político se refiere al derecho a participar en el ejercicio del poder 
como miembros de una instancia que cuenta con autoridad política (parla­
mentos, asambleas, concejos, etc.). De igual manera, el derecho a participar se 
refiere al derecho a elegir a los miembros que hacen parte de dichas instan­
cias con autoridad política. El tercer elemento de la ciudadanía es el social, 
que está compuesto por los derechos económicos y sociales necesarios para 
que los individuos cuenten con las condiciones de un ser civilizado de acuer­
do con los estándares prevalecientes de la sociedad (Marshall, 1992). 
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Los derechos políticos de las mujeres como ciudadanas implican, entre 
otros, el derecho a participar a través de la posibilidad de elegir y de ser ele­
gidas. La Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer (CEDAW) de 1979 señala en el artículo 
cuarto que deben adoptarse las medidas necesarias para asegurar la igualdad 
entre hombres y mujeres sin discriminación alguna. Sobre el ejercicio de los 
derechos políticos, la Convención señala que para asegurar la igualdad las 
mujeres cuentan con: 

El derecho a votar en las elecciones y ser elegidas en todas las 
organizaciones públicas. 

•	 El derecho al voto en los referendos públicos. 
•	 El derecho a desempeñar puestos públicos y ejercer todas
 

las funciones públicas.
 

Esta búsqueda de la igualdad política entre hombres y mujeres en térmi­
nos formales está acorde con el principio fundamental de las democracias 
modernas: la igualdad entre los individuos sin distingo de raza, sexo, nacio­
nalidad, entre otros. No obstante, la obtención de la igualdad plena entre los 
individuos no es una realidad aun en las sociedades que se caracterizan por 
poseer los más altos ideales democráticos (CI PAF, 1997). 

Al hablar de la igualdad, judith Astelarra "hace la diferenciación cuando 
habla de igualdad de oportunidades por un lado y de tratamiento igual a 
ambos sexos, por el otro. Igualdad de oportunidades es para Astelarra crear 
condiciones iguales para ambos colectivos, hombres y mujeres, que les pcrrni­

ta un acceso igual a beneficios sociales, sin considerar que en realidad las con­
diciones iniciales específicas de cada quien son diferentes" (CIPAF, 1997: 19). 

Ante la ausencia de condiciones de igualdad en los diversos aspectos de la 
sociedad, incluido el terreno político, entre dos o más colectivos se hacen nece­
sarias medidas que logren igualar las condiciones de los colectivos dentro del 
terreno de juego. Es de esta necesidad que surge la noción de acción afirmativa. 

Se entiende por acciones afirmativas las medidas de carácter temporal 
que buscan asegurar la igualdad de oportunidades, a través de un trato pre­
ferencial, a los miembros de un grupo que ha experimentado situaciones de 
discriminación y/o marginalidad que pueden persistir en el futuro, y que los 
coloca en una situación de desventaja frente al resto de la sociedad. Tal y 
como lo señalan Deere y León, la búsqueda de igualdad de oportunidades a 
través de las acciones afirmativas tiene como objetivo no sólo lograr la igual­
dad en términos formales, es decir en la normatividad, sino en la práctica. 
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Esto significa que las acciones afirmativas buscan asegurar la igualdad real 
entre los individuos (Deere y León, 2002). 

El origen de las acciones afirmativas se puede ubicar en Estados Unidos 
dentro de la lucha que se inició en la década de los años cincuenta del siglo 
XX en contra de la discriminación racial. Pese a que la esclavitud finalizó en 
el año 1865, la discriminación en contra de las personas de origen africano 
no concluyó en ese momento. La segregación racial fue legitimada por una 
serie de leyes conocidas como "Jirn Crow", las cuales fueron refrendadas 
constitucionalmente por la Corte Suprema de Estados Unidos a finales del 
siglo XIX. Este reconocimiento constitucional configuró la doctrina de la 
Corte cuyo lema era "separados pero iguales", que tuvo vigencia hasta 1954, 
año en que la Corte la abandonó. No obstante, las prácticas discriminatorias 
por razones raciales no cesaron con la determinación de la Corte. Dentro de 
este contexto se organizó en 1954 el movimiento de los derechos civiles, 
liderado por Martin Luther King, el cual comenzó a tener un impacto en la 
política nacional diez años después de su inicio cuando aparecieron los pri­
meros decretos y leyes que prohibían expresamente la discriminación. 

En efecto, los presidentes Kennedy y Jhonson, en los años 1961 y 1965 
respectivamente, promulgaron los primeros decretos y en 1964 el congreso 
federal de Estados Unidos aprobó la Ley sobre Derechos Civiles. El título sép­
timo de esta Ley prohíbe la discriminación por razones de raza, color, sexo, 
religión o ascendencia nacional. Como señala Julio Faúndez "El título sép­
timo de la Ley de Derechos Civiles y el Decreto Supremo No. 11246 de 1965 
son los principales textos legales que han dado lugar en los Estados Unidos al 

desarrollo de un extenso programa de acciones afirmativas" (Faúndez, 2000). 

Fue así como el movimiento de los derechos civiles se constituyó en el 
punto de partida para la configuración de las acciones afirmativas como las 
conocemos hoy, no sólo en referencia a lo étnico sino a la protección de 
diversos grupos de la sociedad que históricamente han sido discriminados:'. 
Hoy en día las acciones afirmativas hacen parte de los derechos garantizados 
en la normatividad de varios países y dentro del derecho internacional, 
donde se reconoce la importancia y la necesidad de la acción afirmativa. Se 
debe así mismo señalar que las acciones afirmativas surgen principalmente 

3 Existen dos tipos de discrinrinación. La discriminación indirecta que e< aquella que tiene su origen 
en la "ignorancia, temor ° <implemente en perjuicios socialev generalizado,'. La discriminación 
directa surge cuando hay una inrencionalidad clara de excluir a un individuo de alguna dinámica 
social pnr razones de raza. color, sexo, etc. La relación existente entre las acciones afirmativas y la div­
criminación (directa ° indirecta) es que uno de lov objetivos principales de la< medidas de acción 
afirmativa es erradicar las prácticas discriminatoria, y la, consecuencias que é'stas traen consigo, Lo 
anterior cuma un medio para lograr la igualdad real entre lo, individuos (Faúndez, 2(00). 
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dentro del tema laboral, específicamente en la igualdad de oportunidades de 
empleo, en Estados Unidos y Europa, lo cual no ha ocurrido para los casos 
latinoamericanos. De esta forma, las acciones positivas a favor de ciertos 
grupos son necesarias dado que existe discriminación que conlleva a que 
ciertos grupos sean excluidos de la posibilidad de obtener empleo. Con el 
paso del tiempo la acción afirmativa se ha ido ampliando a otras áreas socia­
les, al punto que en la actualidad las acciones afirmativas se aplican para pro­
mover la igualdad social, política y económica. (Faúndez, 2000). 

De acuerdo con la definición de la Organización de las Naciones Unidas.Ias 
acciones afirmativas se pueden clasificar en tres grupos. En primer lugar se 
encuentran las medidas de movílización afirmativa cuyo objetivo es la difusión 
de los derechos de los cuales son titulares los ciudadanos. Estas medidas contri­
buyen al logro de la igualdad, tanto en la parte formal como en la práctica, y a 
la no discriminación puesto que por medio de ellas se dan a conocer las normas 
que estipulan la igualdad y prohíben la discriminación. En segundo lugar están 
las medidas de equidad afirmativa que son las que formalizan mayores garantí­
as en la distribución de bienes sociales con el objetivo de asegurar que los miem­
bros de un determinado grupo sean tratados en forma "equitativa". Por último 
se encuentran las medidas de preferencia afirmativa, las cuales implican que la 
sola adscripción a un cierto grupo de la población determina la concesión de 
bienes sociales. El objetivo de estas medidas es lograr la aplicación efectiva, en 
términos reales, de los derechos consignados en las normas", 

En cuanto al logro de la igualdad entre hombres y mujeres, y de las accio­
nes afirmativas como medio para su consecución, la Convención sobre la 

Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la mujer estable­
ce que es necesaria: "la adopción por los estados parte de medidas especiales 
de carácter temporal encaminadas a acelerar la igualdad de facto entre el 
hombre y la mujer se considerará discriminación en la forma definida en la 
presente convención, pero de ningún modo entrañará, como consecuencia, el 
mantenimiento de normas desiguales o separadas: estas medidas cesarán cuan­
do se hayan alcanzado los objetivos de igualdad de oportunidades y trato'", 

Ahora bien, hablando específicamente del logro de la igualdad entre 
hombres y mujeres en el terreno de la política y de la toma de decisiones, se 
han desarrollado acciones afirmativas dirigidas a lograr un ejercicio pleno de 
la ciudadanía de las mujeres en términos de sus derechos políticos. En efecto, 

4 Informe final presentado por Man: Bossuyt a la Subcomisión de promoción y protección de los dere­
chos humanos en el 53· periodo de sesiones (E/CN.4/Sub.2/2002/21) de la Organización de 
Naciones Unidas. 

5 CEDA\V, artículo cuarto inciso 1. 
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dentro de la plataforma de acción de la cuarta conferencia mundial sobre la 
mujer celebrada en Beijing en el año 1995 se señala en el parágrafo 186 que 

El hecho de que haya una proporción tan baja de mujeres entre los encarga­

dos de adoptar decisiones económicas y políticas a los niveles local, nacional, 

regional e internacional obedece a la existencia de barreras tanto estructura­

Ics como ideológicas que deben superarse mediante la adopción de medidas 

positivas. Los gobiernos, lasempresas trausnacionales y nacionales, los medios 

de comunicación de masas,los bancos, las instituciones académicas y cicnrí­

ficas y las organizaciones regionales e internacionales, incluidas las del sistema 

de las Naciones Unidas, no aprovechan plenamente las aptitudes que tiene la 

mujer para la administración de alto nivel, la formulación de políticas, la 
diplomacia y la negociación (ONU, 1995). 

De esta manera, en los párrafos 190, 191 Y 192 se establecen las medidas 
que han de adoptar los gobiernos, los partidos políticos y otras organizacio­
nes e instancias institucionales con el objetivo de "garantizar a la mujer igual­
dad de acceso y la plena participación en las estructuras de poder y en la 
adopción de decisiones" (ONU, 1995). Allí se señala que se deben promover 
medidas de acción afirmativa para lograr el equilibrio entre hombres y muje­
res en las instancias gubernamentales "con miras a lograr una representación 
paritaria". De igual manera, "Adoptar medidas, incluso, cuando procedan en 
los sistemas electorales, que alienten a los partidos políticos a integrar a las 
mujeres en los cargos públicos electivos y no electivos en la misma propor­
ción y en las mismas categorías que los hombres" (ONU, 1995). Se debe 
aclarar que la Plataforma de 13eijing da una serie de recomendaciones para 
los estados, pero no tiene un carácter vinculante. Esto a diferencia de la 
CEDAW que sí tiene un carácter vinculante y por lo tanto obligatorio para 
los estados parte, como es el caso del Estado colombiano. 

En referencia a los partidos políticos, se señala, entre otras cosas, que éstos 
deben examinar la estructura y los procedimientos internos de los mismos para 
identificar y eliminar las barreras que de alguna manera marginen a la mujer 
de la participación política. Así mismo, se sugiere considerar la posibilidad de 
establecer iniciativas para promover la participación de las mujeres en las 
estructuras internas de los partidos en lo referente a la adopción de decisiones 
y en los procesos de nombramiento por designación o elección (ONU, 1995). 

Se pueden identificar cinco medidas básicas de acción afirmativa a través 
de las cuales se busca lograr el objetivo de garantizar la igualdad de oportuni­
dades entre hombres y mujeres en la inclusión y participación dentro de las 
estructuras de toma y ejecución de decisiones. Estas medidas son: 
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•	 La cuota: se entiende como un cierto número o proporcion de cargos, 
ascensos o vacantes para ser ocupados por mujeres (o grupos discriminados). 

•	 El establecimiento de preferencias de acuerdo con la pertenencia a un grupo 
determinado, sin establecer cuotas. 

•	 Asignación de metas y plazos para la inclusión de mujeres en ciertos cargos. 
•	 Capacitación o asistencia financiera que incentive a las mujeres a optar por 

cargos de decisión. 
•	 Programas de voluntarios de acción afirmativa en empresas e instituciones. 

(Camacho, 1997) 

Se pueden identificar algunos aspectos característicos de las cuotas polí ­
ticas para las mujeres: e! origen; la definición de la cuota como participación 
mínima; los tipos de cuotas y su campo de aplicación. 

Para comenzar, la aplicación de! sistema de cuotas es relativamente recien­
te ya que surge en la década de los setenta. Su origen se ubica en el Norte de 
Europa con e! fundamento de garantizar e! derecho de la mujer en los proce­
sos de toma de decisiones dentro del ámbito político. Desde entonces, "las 
cuotas han penetrado en el pensamiento político de casi todos los países y han 
sido adoptadas en nombre de la igualdad entre sexos y de no discriminación, 
e! cual, por los general, está consagrado en la Constitución" (CIPAF, 1997: 7). 

Este desarrollo reciente de las cuotas en los diferentes sistemas democrá­
ticos de! mundo se puede explicar por la conjunción de varias dinámicas 
sociales. En primer lugar, y fundamentalmente, las cuotas se desarrollan gra­
cias al surgimiento y difusión de la segunda ola delmovim.iento feminista en 
donde se hizo énfasis en los problemas e inequidades creadas por el dominio 
de los hombres en la política. De esta forma, el activismo del movimiento 
feminista ayudó a forjar nuevos instrumentos internacionales a favor de la 
equidad de género entre las que se destacan las ya mencionadas: CEDAW y 
e! Plan de Acción de la Conferencia de Beijing. En segundo lugar se encuen­
tra el desarrollo de argumentos normativos que señalan que la presencia de 
mujeres en los parlamentos es un indicador de justicia y calidad de la demo­
cracia. Por último, también hizo eco a favor de las cuotas e! argumento de 
las feministas con respecto a que la presencia de las mujeres en e! poder es 
un factor favorable puesto que es una manera de introducir perspectivas adi­
cionales en e! proceso de toma de decisiones (Htun, 2004). 

Ahora bien, dado el rasgo básico de las cuotas políticas: asignación de cupos, 
escaños o vacantes para ser ocupados en los partidos políticos por miembros de 
un colectivo históricamente marginado, es importante señalar que las cuotas 
como acción afirmativa tienen un carácter temporal cuyo límite estaría dado 
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por el cumplimiento del objetivo de la inclusión del grupo marginado, en este 
caso las mujeres, en los procesos de toma de decisiones políticas. 

Así mismo, se debe tener en cuenta que la aplicación de las cuotas en las 
instancias públicas y privadas debe ser concebida como un límite mínimo 
para ser cumplido y no como un límite máximo. Rosalia Camacho señala al 
respecto que "las cuotas de participación son un piso y no un techo para las 
mujeres. Representan un mínimo para su inclusión" (Camacho, 1997). 

Las cuotas como mecanismo de acción afirmativa pueden ser aplicadas en 
diversos ámbitos: el educativo, laboral y de participación política, entre otros 
(Villanueva, 199912000). Dentro de la esfera política su aplicación está enca­
minada a la inclusión de las mujeres en las instancias de toma de decisiones: 
niveles ejecutivos, parlamentos, congresos, asambleas, entre otras. Lo anterior 
supone que los partidos políticos, como instancias de representación y como 
actores de los procesos electorales, son espacios indispensables para la aplica­
ción del sistema de cuotas, tanto en el interior de ellos como para la promo­
ción de las mismas en las diversas instancias de toma de decisiones políticas. 

La adopción de una norrnatividad que reglamente mecanismos de inclu­
sión en el sistema político de diversos grupos de la sociedad surge por circuns­
tancias históricas diferentes que llevan a los estados a desarrollar dichas medi­
das. En algunos casos son desarrollados estos mecanismos en reconocimiento 
de que la presencia de los diferentes colectivos de la sociedad es indispensable 
para asegurar la viabilidad de la democracia y de una sociedad plural. En la 
mayor parte de los casos esta situación surge cuando la democracia de un país 
se ha visto amenazada por fenómenos como una guerra civil. En otros casos 
los mecanismos de inclusión de diversos sectores son creados por los gobier­
nos en respuesta al crecimiento de movimientos étnicos y culturales y sus 
demandas por el reconocimiento de la diversidad cultural (Htun, 2004). 

Por otra parte, las cuotas pueden ser introducidas por un partido políti­
co en sus estructuras internas. En cualquiera de los dos casos los partidos 
políticos son actores fundamentales. Adicionalmente, se debe señalar que esta 
búsqueda de inclusión no es exclusiva para las mujeres aunque la cuota polí­
tica sí se ha constituido en el mecanismo tradicional a través del cual se busca 
garantizar la presencia de las mujeres en el sistema político. 

Para entender por qué la cuota es utilizada en el caso de las mujeres, así 
como otros sistemas de inclusión utilizados para otros grupos de la sociedad, 
resulta valioso el trabajo desarrollado por Mala Htun (2004) sobre la represen­
tación política de las mujeres y de los grupos étnicos, en donde se señala que 
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la búsqueda de mecanismos que garanticen la presencia representativa en las 
instancias políticas de diferentes sectores de la sociedad ha llevado a que se opte 
por dos figuras concretas, que difieren sustancialmente la una de la otra. 

Se debe aclarar que en el trabajo de Htun cuando se habla de representa­
ción, ésta se puede entender como la presencia de los diversos sectores de la 
sociedad en los cuerpos políticos de toma de decisiones, que en la teoría demo­
crática son denominados como instancias de representación. De esta manera, se 
entiende la representación en el sentido de una presencia de todos los grupos 
de la sociedad, que no implica necesariamente un comportamiento representa­
tivo de estos miembros. La diferencia entre estas dos miradas que se le puede 
dar a la representación es retomada más adelante cuando se presenta el debate 
teórico entre inclusión y representación. 

Ahora bien, el primer mecanismo de inclusión que señala Htun es precisa­
mente la cuota política que es el mecanismo que puede ser denominado como 
tradicional para garantizar la presencia de las mujeres en los ámbitos políticos. 
Este mecanismo es comúnmente utilizado para las mujeres y no para los gru­
pos étnicos. Htun define la cuota como el mecanismo en el que los partidos 
políticos ya existentes abren espacio para que los miembros de un determina­
do grupo de la sociedad entren en la competencia política a través de un por­
centaje de cupos en las listas que son presentadas a elecciones. 

La particularidad de las cuotas, de acuerdo con lo propuesto por Htun, es 
que este mecanismo aplica para grupos sociales que están presentes en los diver­
sos partidos políticos, es decir, que su presencia atraviesa a las ideologías parti­

distas existentes en un determinado sistema, como en el caso de las mujeres. En 
este caso no surgen cambios estructurales en el sistema electoral ni de partidos. 
Las normas o políticas que crean las cuotas sólo pueden modificar la forma en 
que se nominan los candidatos en el interior de los partidos, cómo se confor­
man las listas o la distribución de los candidatos en distritos electorales. En este 
caso no se estimula la creación de nuevos partidos o movimientos políticos. 

La segunda figura es la de los cupos reservados en donde se determina un 
número o porcentaje de cupos en los parlamentos para que sean ocupados por 
los miembros de un grupo social.En este sistema, los miembros del grupo espe­
cífico compiten entre ellos electoralmente para ocupar los cupos ya estableci­
dos. Htun señala que en el sistema de cupos reservados existen incentivos para 
que surjan modificaciones en el sistema electoral y de partidos ya que para que 
se dé la competencia por los cupos, se pueden crear circunscripciones o distri­
tos electorales especiales, formas de conteo de votos particulares, entre otras, y 
sobre todo para que se creen partidos o movimientos políticos. 
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Htun centra su análisis en el hecho de que los dos mecanismos son dife­
rentes en su configuración y funcionamiento. Para el caso de las mujeres, el 
mecanismo utilizado es la cuota política, y para el caso de los grupos étnicos 
el mecanismo es el de los cupos reservados en los parlamentos. Esta diferen­
ciación se da entre otras cosas por la manera en que estos grupos se relacionan 
con los partidos políticos. Las mujeres se relacionan a través de la ideología par­
tidista lo que hace que los miembros del colectivo de mujeres pertenezcan a 
diferentes partidos. Por su parte, los grupos étnicos tienden a relacionarse polí­
ticamente a partir de su identidad étnica lo que los hace coincidir en un par­
tido o movimiento político específico. 

De esta manera, la cuota política adquiere, según lo señalado por Htun, 
dos características constitutivas. Por un lado, las cuotas se aplican en los par­
tidos políticos, específicamente en la manera en que estos configuran las lis­
tas que son presentadas a elecciones. Y sobre todo las cuotas son tradicional­
mente aplicadas para el caso de las mujeres. 

Inclusión versus representación 

La idea de la cuota política, como mecanismo a través del cual se espera 
aumentar la presencia de las mujeres en los espacios políticos, no garantiza 
por sí misma que la presencia femenina redunde en un comportamiento 
representativo de las mujeres que llegan al poder ni en un cambio en las 
estructuras políticas tradicionalmente masculinas. Tal y como lo señala 
Rosalía Camacho no sólo 

Se trata de ampliar y consolidar espacios de participación de las mujeres en la 
cultura política masculina y adecuarlos almundo político de los hombres pre­
parándonos para ser más competitivas según sus normas y costumbres. Para 
ocupar dichos espacios con poder, liderazgo y verdadera capacidad de 
influencia, debemos transformar dicha cultura con nuevos enfoques desde la 
perspectiva de nuestra realidad como mujeres (Camacho, 1997). 

Así, la transformación estaría encaminada a lograr que la presencia de 
las mujeres en Jos ámbitos políticos conduzca a un mejoramiento de su 
situación como individuos y como colectivo. Esta idea nos remite al con­
cepto de masa crítica propuesto por Drude Dahlerup el cual surge a partir 
del incremento en la representación política de las mujeres en los ámbitos 
de decisión política en los países escandinavos. Dahlerup propone, en pri­
mer lugar, que el incremento de la representación de las mujeres en los 
ámbitos políticos se debe entre otras cosas a los cambios en la posición 
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educacional y social de las mujeres y otros cambios estructurales de la socie­
dad y del sistema político. 

El problema que plantea la autora es que una vez las mujeres están pre­
sentes en los ámbitos de representación, pueden desempeñarse como una 
pequeña minoría o pasar a ser una gran mayoría. La idea es que existe una 
gran diferencia en que las mujeres constituyan una minoría grande, aunque 
se trate aún de una minoría numérica, en lugar de constituir una pequeña 
minoría. Es en este punto en el que entra a operar la definición de masa crí ­
tica es entendida como un incremento no sólo de la cantidad de mujeres en 
los espacios de decisión política sino como 

cambio cualitativo en las relaciones de poder que permite a la minoría uti­

lizar los recursosde la organización o de la institución para mejorar su pro­

pia situación y la del grupo al que pertenece. La minoría es capaz, y lo
 
desea, de acelerar el desarrol1o y contrarrestar los reveses (Dahlerup,
 

1993:176). 

De este modo, la masa crítica no se refiere únicamente a la cantidad de 
mujeres presentes en un espacio de decisión política. Se refiere al aspecto 
cualitativo de la presencia de las mujeres y su incidencia en las estructuras de 
poder para mejorar la situación de su grupo. Dahlerup señala en este senti ­
do que "no cualquier minoría grande constituye por sí misma una masa crí ­
tica" (Dahlerup, 1993: 176). 

A través de diversos mecanismos, como la cuota política, se puede lograr 
una inclusión de las mujeres, pero es necesario de acciones adicionales más allá 
de las cuotas para que las mujeres en el poder conformen una masa crítica y 
actúen conforme a los intereses y necesidades del colectivo de mujeres. Esta 
discusión nos lleva a los conceptos de inclusión política y de representación. 
Se parte de la base de que la inclusión política no sólo se logra a través de las 
cuotas.También existen mecanismos fundamentales de inclusión como el voto. 
María Emma Wi11s señala al respecto que 

El grado de inclusión de un régimen es relativamente facil de medir porque
 
dependede quiénestienen el derechoa participar en política, esdecir eldere­

cho a la mernbresía a lacomunidadde ciudadanos plenos. En términos de las
 
mujeres, el grado de inclusividad de un égimen aumenta cuando ellas obtie­

nen el derecho a sufragar y a ser elegidas, y hacen uso de él, no sólo eligien­

do sino también haciéndose elegir. Esdecir cuando sufragan y logran ingre­

sar a las elites políticas, y hacen presencia en cargos públicos tanto de desig­

nación como de elección (Willis, 2004:24).
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Ahora bien, como se señaló anteriormente, la presencia de las mujeres en 
los ámbitos de toma de decisiones no garantiza la representación del colectivo 
de mujeres. María Emma Wills señala que la representación política puede ser 
entendida de una manera simple y descriptiva, en donde el objetivo básico de 
la misma sea reunir en un cuerpo colegiado a un grupo de ciudadanos (los 
representantes) que cumplan con el requisito mínimo de contar con las carac­
terísticas típicas más sobresalientes de la totalidad de ciudadanos que hacen 
parte de la sociedad. En este caso "El o la representante es simplemente un 
espejo de quienes sufragan y la similitud entre el objeto y su reflejo basta para 
garantizar la representación" (Wills, 2004: 24). 

En caso de que la representación política fuera entendida de esta manera, 
señala WilIs, el sólo hecho de que haya una mujer en un cuerpo colegiado, 
como el Congreso, supondría la representación de las mujeres en el terreno 
político. La autora hace énfasis en que esto en la práctica no es así y que la pre­
sencia de una mujer en una instancia de toma de decisiones no es garantía de 
la representación del colectivo de mujeres: 

Pero hoy sabemos que un cuerpo de mujer no garantiza ni una sensibilidad 

de género, ni una posición feminista, ni necesariamente el compromiso de 

representar políticamente la diferencia femenina. Ni siquiera la experiencia 

vital de ser mujer en el mundo, por ejemplo de la maternidad, garantiza que 

una representante elegida quiera llevaral ámbito público esa misma experien­

cia para traducirla a un discurso que reconozca los intereses y necesidades que 

de ella se derivan (Wills, 2004: 24). 

De esta manera, se hace necesario diferenciar los conceptos de presencial 
inclusión con el de representación. La inclusión lleva a que se dé una repre­
sentación descriptiva como la mencionada anteriormente. La representación 
por su parte requiere de aspectos más complejos en los que elementos bási­
cos de la democracia entren en juego: que los ciudadanos puedan expresar y 
significar sus preferencias e intereses. 

Así, la inclusión remite a la idea del ejercicio pleno de los derechos polí­
ticos. En este caso la inclusión se refiere al derecho a participar en la política, 
lo que significa que se cuenta con el derecho a elegir (derecho al sufragio) y 
a ser elegidas. En este último aspecto se incluye el derecho a ser elegidas con 
el fin de garantizar la presencia femenina en los cargos de elección, por un 
lado, y de designación por el otro (WilIs, 2004). Es en estos niveles donde 
opera el mecanismo de las cuotas, puesto que puede haber cuotas políticas 
para los cargos de elección o cuotas para los cargos por designación, como 
ocurre en el caso colombiano. 
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Por otra parte se encuentra la representación política, la cual dentro de las 
democracias liberales implica al menos tres dimensiones fundamentales. Por un 
lado, la representación entendida como un mandato que tiene lugar durante el 
momento de la elección propiamente dicho. En este punto el elector le otorga, 
a través del voto, un poder de decisión a la persona con la cual encuentra mayor 
correspondencia en cuanto a sus intereses. La segunda dimensión se refiere a la 
responsabilidad que implica la representación. Acá los ciudadanos pueden utili­
zar el voto como un medio para obligar a los gobernantes a hacerse responsa­
bles de sus acciones realizadas dentro del gobierno (Przeworski, Stokes y Manin, 
"1999: 29-30).Por último, y no menos importante, se encuentra la dimensión de 
la actuación representativa por parte de la persona "elegida" como representan­
te. Esta dimensión se refiere al comportamiento representativo que tienen los 
individuos que son elegidos como miembros de una instancia de representación 
y toma de decisiones tanto en el momento de la elección, es decir durante las 
campañas electorales, como en su desempeño una vez son elegidos. Es en esta 
última dimensión donde es fundamental la actuación de las mujeres que son ele­
gidas a través del voto para pasar de ser una minoria pequeña a ser una masa crí­
tica en las instancias de decisión política. 

No obstante, como se señaló anteriormente, el logro de un comportamien­
to representativo requiere de medidas más allá de los mecanismos de inclusión. 
Para que se dé un comportamiento representativo por parte de los miembros de 
un grupo determinado de la sociedad son requeridas como condiciones básicas 
la organización interna del colectivo o grupo de la sociedad y sobre todo la ela­
boración de un discurso propio en donde se reivindique la identidad del grupo 
y donde estén consignados sus intereses, valores y expectativas (Wills, 2004: 28). 

En este sentido el discurso cobra un valor inmenso en la construcción de 
una identidad que conduzca a un comportamiento representativo. Wills traba­
ja el tema del discurso como elemento constitutivo de la representación polí­
tica desde una óptica post - estructuralista. La propuesta apunta a que 

La representación politica se juega no en un terreno }':I constituido por lo 

social sino en el campo de construcción de identidades -allí donde los dis­

cursosse disputan definiciones y significados de las diferencias, representacio­

nes del mundo y la naturaleza, distinciones entre lo femenino y lo masculi­

no, fronteras que constituyen identidades colectivas (WiIls: 2004:29). 

Los discursos específicos y contextualizados son los que construyen las 
identidades y sitúan a los individuos frente a otras identidades. De esta mane­
ra, la construcción de discursos en el caso de las mujeres es fundamental para 
que aquellas que han llegado al poder a través de los mecanismos de inclu­
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sión, desarrollen un comportamiento representativo que refleje las necesidades, 
realidades e intereses del colectivo de mujeres. WilJs señala al respecto que existe 
una relación entre los discursos y el poder ya que "sitúan al individuo o a una 
colectividad frente a otras identidades y definen su posición en un mapa imagi­
nario en términos de relaciones de simetría/subordinación, exclusión/inclusión o 
cooperación/antagonismo" (Wills, 2004: 30). 

En este sentido es fundamental para el desarrol1o de una representación polí­
tica que los ciudadanos puedan expresar y significar sus preferencias e intereses, lo 
que supone una articulación entre los partidos políticos, las esferas públicas oficia­
les y los contrapúblicos. En términos muy generales esto implica la existencia de 
un Estado fuerte que permita la expresión de los discursos provenientes de los 
diferentes públicos y contrapúblicos, así como la existencia de una sociedad civil 
fuerte. Esta dinámica en la que interactúan los electores, los elegidos, los represen­
tantes y los representados debe materializarse en la creación de "repertorios, pro­
gramas y agencias en los que se condensan los intereses, las nociones de justicia y 
las expectativas de los representados/as" (WiUs, 2004: 18). En el caso concreto de 
las mujeres, los feminismos se entienden como contrapúblicos ya que cuentan 
con discursos contestatarios con el potencial de expandir los horizontes demo­
cráticos de una sociedad (Wills, 2004). 

En este sentido se puede concluir que las cuotas políticas garantizan que de 
alguna manera se aumente el número de mujeres presentes en las instancias de 
toma de decisiones. No obstante, la inclusión política no sólo se logra a través de 
las cuotas también se requiere el derecho al voto. Así, se estaría garantizando la 
presencia bien sea por elección o por designación. Lo anterior no garantiza por 
su parte un comportamiento representativo de las mujeres elegidas, o designadas, 
a través del mecanismo de la cuota que redunde en un cambio a favor de las 
mujeres en las estructuras políticas tradicionalmente masculinas. Para el10 se 
requiere de una transformación estructural que comience por la conformación 
de una masa crítica y de una articulación, siguiendo a WilIs, entre los partidos 
políticos, las esferas públicas y los contrapúblicos. De ahí que la cuota política 
requiera de medidas adicionales para el logro de la representación de las mujeres. 

Las acciones afirmativas en Colombia 

En este aparte se presenta el contexto normativo colombiano que da 
paso al desarrol1o de acciones afirmativas y dentro del cual surge la Ley de 
cuotas en Colombia. El marco normativo general es como se mencionó la 
Constitución Política de 1991, la cual trajo consigo la ampliación de los 
espacios de participación política, la introducción de la democracia represen­
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tativa, el reconocimiento de la diversidad étnica y la multiculturalidad pre­
sente en el territorio nacional, la noción de igualdad entre los individuos y 
la definición de una serie de derechos que tienen como base los principios 
liberales de la igualdad, la justicia, la libertad y la paz. La introducción de 
estos puntos y nociones, entre muchos otros, se constituyó en un quiebre 
frente al régimen que prevaleció hasta 1991 bajo la Constitución Política de 
1886. En este sentido, una de las rupturas más significativas que hace la Carta 
Magna de 1991 es la consagración de la de la idea de la igualdad formal y 
real como marco para la protección de los derechos de los individuos. El 
principio de igualdad es entendido así como el pilar del Estado Social de 
Derecho en la medida en que éste busca una justicia social fundada en la 
igualdad en términos de los derechos sociales y económicos que este tipo de 
Estado implica. De la misma manera, la democracia participativa supone, y 
requiere, la existencia de ciudadanos iguales. (Constitución Política 1991, 
artículo segundo: 11-12). 

En términos generales, la diferencia existente entre la Constitución de 
1886 y la de 1991 se encuentra en el espíritu mismo de cada una. La 
Constitución de 1886 estaba centrada en el Estado, su estructura, su diseño 
y sus funciones. La Constitución de 1991 se centra en los derechos de los 
ciudadanos más allá del diseño institucional, el cual está dado en función de 
dichos derechos. 

Dentro de este contexto constitucional se configura el espacio normativo 
en el que se establece la protección a los individuos en general. y a aquellos 
que se encuentran en una situación de marginalidad, discriminación y vulne­
rabilidad expresa. Esta protección especial está consignada en el artículo 13 de 
la Constitución Política en donde se señala que: 

Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma pro­
tección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, liber­
tades y oportunidadessin ningunadiscriminación por razones de sexo,raza, 
origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. 

El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efecti­
va y adoptará medidas a favor de grupos discriminados o marginados. 

El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición 
económica. física o mental, se encuentren en circunstancias de debilidad 
manifiesta y sancionará los abusos y maltratos que contra ellas se cometan. 
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La prohibición de la discriminación por las razones señaladas y el estable­
cimiento de una protección especial por parte del Estado hacia los grupos 
marginados y discriminados, consignada ery el inciso segundo, son implícita­
mente la base para el desarrollo de acciones afirmativas. 

Ahora bien, la norrnatividad constitucional colombiana define algunos 
grupos, que dadas sus características de marginalidad, discriminación y vulne­
rabilidad, son sujetos de acciones afirmativas. Estos sujetos se encuentran pro­
tegidos formalmente no sólo por lo contenido en la Constitución Política de 
1991, sino en la jurisprudencia de la Corte Constitucional y la legislación 
(León y Holguín, 2005). De acuerdo con 10 señalado por algunos expertos 
constitucionalistas, el mayor avance que se ha dado en materia de acciones 
afirmativas ha surgido en la jurisprudencia de la Corte Constitucional en 
donde se habla expresamente del concepto y en donde se ha discutido amplia­
mente su significado, en términos jurisprudenciales, y su campo de aplicación. 
Dentro de la Jurisprudencia de la Corte Constitucional ha sido fundamental, 
en lo referente a acciones afirmativas, la figura de la acción de tutela en la 
medida en que ésta se constituye en una herramienta para la protección y el 
cumplimiento de los derechos fundamentales de todos los individuos", 

De esta forma, tal y como lo señala el Ex Magistrado de la Corte 
Constitucional y Ex Defensor del pueblo, Eduardo Cifuentes, las medidas de 
acción afirmativa en Colombia han tenido su desarrollo gracias a la 
Constitución Política de 1991 y al desarrollo jurisprudencial que se ha dado 
sobre ella? 

Dentro de la legislación también se han desarrollado normas que protegen 
los derechos de los miembros de grupos tradicionalmente discriminados. Para 
los grupos étnicos se deben resaltar la Ley 70 de 1993 y la Ley 649 de 2001; 
los discapacitados cuentan con la Ley 361 de 1997, al igual que los desplaza­
dos que cuentan con la Ley 387 de 1997. Para la protección de los derechos 
de las mujeres se cuenta con algunas leyes entre las que se destacan la Ley 731 
de 2002, o Ley de la mujer rural, la Ley 82 de 1993 para la mujer cabeza de 
familia y la Ley de cuotas (León y Holguín, 2005). 

Sin embargo se debe señalar que pese a los avances normativos que se 
han presentado en materia de acciones afirmativas, tanto en la legislación 

6 La acción de tutela es una herramienta creada con el objeto de que los ciudadanos puedan reclamar 
ante el juez la protección de sus derechos fimdamentales. La acción de tutela. reglamentada por el artí­
culo 86 de la Constitución Política de Colombia. se caracteriza por ser un procedimiento ágil y senci­
110 que conduce a la inmediatez en el resultado. 

7 Entrevista con Eduardo Cifucnres. Bogotá. junio 17 de 2003. 
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como en la jurisprudencia, en la práctica no se ha llevado a cabo la imple­
mentación de la mayor parte de las normas. Las razones para que esto ocu­
rra se remiten principalmente a la voluntad política de los mandatarios. En 
este caso la voluntad política se puede constituir en una variable determi­
nante para poner en marcha o dar continuidad a los programas y medidas 
diseñadas dentro de la normatividad. La ausencia de voluntad política va 
acompañada del tema presupuesta] ya que el Estado en la actualidad tiene 
limitaciones económicas producidas por la crisis fiscal y por el hecho de que 
se le ha dado prioridad a otros gastos, como el de la seguridad democrática, 
lo que ha conllevado un menor desarrollo de programas y medidas dirigi­
das a ciertos sectores de la población. Al respecto se debe señalar que si bien 
el tema presupuestal es fundamental para el cumplimiento de las medidas, 
éste no es indispensable para el desarrollo y cumplimiento de ciertas normas, 
como es el caso de la Ley de cuotas que no requiere de un presupuesto 
determinado para que se dé su cumplimiento. En el caso de las cuotas es fun­
damental, más allá de la financiación, la voluntad política de los gobernantes 
para el cumplimiento de la Ley. 

Ahora bien, una de las medidas que se presentan como caso excepcional 
por estar regulada por la legislación y haber sido implementada desde el 
momento en el cual entró a regir la norma, es la Ley 581 de 2000 o Ley de 
Cuotas, que puede considerarse como una de las medidas de mayor relevancia 
dentro de todo el espectro legal en materia de acciones afirmativas ya que 
dadas sus características, y de acuerdo con la clasificación presentada, puede ser 
caracterizada como una medida de preferencia afirmativa. 

Significado de la Ley de cuotas en la normatividad 
colombiana 

La ley de cuotas es sin duda la norma más significativa en cuanto a las 
acciones afirmativas dentro de la legislación colombiana ya que a través de una 
norma de obligatorio cumplimiento se está buscando asegurar una participa­
ción real de las mujeres en el ámbito público que de otra manera no se logra­
ría, dada la dinámica misma del sistema. Al mirar la historia de lo que ha ocu­
rrido dentro de la norrnatividad colombiana en materia de género, encontra­
mos que se ha dado un avance en el reconocimiento de los derechos de las 
mujeres, siendo la Ley de cuotas el logro más reciente. 

De acuerdo con lo señalado por el Magistrado Cepeda, hacia mediados 
del siglo XX las mujeres tenían restringida la ciudadanía, "se les equiparaba 
a los menores y dementes en la administración de sus bienes, no podían ejer­
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cer la patria potestad, se les obligaba a adoptar el apellido del marido, agre­
gándole al suyo la partícula "de" como símbolo de pertenencia, entre otras limi­
taciones" (Sentencia 371/00). 

Tal y como lo señala Norma Villareal, la lucha por el reconocimiento de los 
derechos y por una inclusión social en términos de igualdad jurídica fue un pro­
ceso lento y gradual que iniciaron las pioneras del movimiento de mujeres en las 
primeras décadas del siglo :xx y que continuó con el empuje del movimiento 
feminista hasta llegar al reconocimiento de la igualdad entre hombres y mujeres 
en la Constitución de 1991 (Villareal, 1994). 

En efecto, durante la década de los años setenta la organización feminista de 
Colombia planteó fuertes cuestionamientos al patriarcado y a las diferentes for­
mas del ejercicio del poder. Estos cuestionamientos, acompañados de criticas al 
Estado y a la academia, surgieron como forma de búsqueda de espacios propios 
para las mujeres. De estos cuestionamientos surgieron diversos grupos en el inte­
rior del movimiento feminista, algunos dedicados a la reflexión teórica, otros al 
trabajo social con las mujeres pertenecientes a las clasesmenos favorecidas y otros 
a la militancia política por el reconocimiento de los derechos de las mujeres 
como ciudadanas. 

Fueron varios los movimientos de mujeres que se dedicaron a la lucha por 
el reconocimiento político. La unión de algunos de estos grupos tuvo inciden­
cia en procesos trascendentales de la historia política de Colombia como en el 
caso del proceso de paz llevado a cabo en el año de 1984 bajo la administración 
de Belisario Betancourr donde las mujeres se comprometieron con el gobierno 

a colaborar en dicho proceso emprendido con el Movimiento 19 de abril, M­
19. Posteriormente, en 1988, las feministas convocadas por la Unión de 
Ciudadanas de Colombia, las feministas independientes y el Colectivo de 
Mujeres de Bogotá respondieron al llamado hecho por el Presidente de la época, 
Virgilio Barco Vargas, para presentar un propuesta de reforma constitucional. 
Sobre esta propuesta de reforma Villareal señala que "su presentación en la 
Comisión de Reforma Constitucional del Congreso inició la movilización por 
la inclusión política liderada por el feminismo, la cual fue asumida y ampliada 
por las mujeres de todo el país en los siguientes años" (Villareal, 1994:192). La 
reforma constitucional no fue llevada a cabo durante la administración Barco; no 
obstante, la reflexión de las mujeres por la inclusión política continuó y en 1990, 
cuando inició el proceso constituyente que culminaría con la promulgación de 
la Carta Magna de 1991, el movimiento de mujeres hizo parte, en principio, del 
movimiento constituyente y después hizo parte de las mesas de trabajo "que 
constituyeron una especie de cabildos populares para formular propuestas de 
cambio constitucional" (Villareal, 1994: 193). 
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De esta manera, el movimiento de mujeres estuvo presente en el proceso cons­
tituyente de 1990 y 199 I. Su participación fue fundamental ya que se dio la con­
sagración en la Constitución de derechos específicos de la mujer, tal y como lo 
señala Villareal: 

La Constitución consagra la igualdad de derechos entre hombresy mujeres, 
señalando a las autoridades la función de garantizar participación decisoria en 
la administración pública. Consigna como objeto de posterior desarrollo 
medidas contra la violencia intrafamiliar; expresa la necesidad de proteger a 
las mujeres embarazadas y apoyar a las mujeres cabeza de familia (Villareal, 
1994:194). 

Así, la igualdad formal entre hombres y mujeres se ha ido incluyendo poco a 

poco dentro de la norrnatividad colombiana. No obstante, aún es necesario 
implementar medidas para lograr la igualdad sustancial. De ahí que surja la 
necesidad de adoptar medidas como la Ley de cuotas para alcanzar dicha meta. 

Ley 581 de 2000 o "Ley de cuotas" 

Como se mencionó anteriormente, el sistema de cuotas para las mujeres en 
Colombia es particular frente a otros casos ya que no está diseñado para los par­
tidos políticos sino para la administración pública. Lo anterior se explica por el 
hecho de que la Constitución Política de 1991 establece que los partidos polí­
ticos son autónomos, que los ciudadanos pueden constituirlos sin limitación 
alguna y, sobre todo, que el Estado en ningún caso podrá establecer exigencias 
en relación con la organización interna de los partidos y los movimientos poli­
ricos". Esto significa que en la Lcy de cuotas aprobada en el año 2000 existe un 
impedimento constitucional para obligar a los partidos políticos a incluir den­
tro de su organización interna el sistema de cuotas para las mujeres. Es enton­
ces discrecional y voluntario de los partidos políticos que adopten el sistema de 
cuotas en su estructura interna. 

De esta manera y siguiendo los planteamientos de Mala Htun, en el caso 

colombiano no opera el sistema tradicional de cuotas para las mujeres. No obs­
tante, es interesante llamar la atención en este punto sobre el hecho dc que si 
bien no existen las cuotas en los partidos para las mujeres, sí existen los cupos 

El Artículo -tode la Constitución Política de Colombia de JI)!)J I"'Llbleceljue:"Todo ciudadano tiene dere­
cho a participar en la contormación, Ijl'R'ido y control del poder polírico, Para hacer efectivo "'te derecho 
puede: (...) 3. Constituir partidos.movimiento, y agrupacione-, políOI·,"sin limitación alguna: formar parte de 
ello- libremente y difimdir "" idea., y pmgrama, (...)". Por 'u l'.1I'tl·. el ",!-.'Undo inciso del articulo 1011 de la 
Constitución establece que "En ningún caso podrá la k'y "'Llhk'cer exih...·nl·la' en relación con la organización 
interna de 1m partidos y movimientos políticoc, ni obligar laafiliación a dIO'> para participar en elecciones", 

11 
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reservados para los grupos étnicos de los que habla Htun y su funcionamien­
to coincide con las características señaladas por la autora. 

En efecto, la Constitución Política de 1991 le asegura a las comunidades 
indígenas dos cupos en el Senado a través del artículo 171 que señala en los 
dos primeros incisos que "El Senado de la República estará integrado por cien 
miembros elegidos en circunscripción nacional. Habrá un número adicional 
de dos senadores elegidos en circunscripción nacional especial por comunida­
des indígenas". De la misma manera los indígenas cuentan con un escaúo reser­
vado en la Cámara de Representantes. Son varias las explicaciones que se le 
pueden dar al logro de los indígenas con la consecución de lo de los escaños 
especiales en el Senado. El senador de la República Antonio Navarro Wol() 
señala que esto se puede explicar por el hecho de que los indígenas han sido 
un grupo muy organizado política y socialmente, 10 que les ha permitido lograr 
el desarrollo de acciones afirmativas de acuerdo con sus realidades y necesida­
des. De igual, manera señala el Senador, los indígenas lograron sus escaños gra­
cias a la participación activa en el proceso de la Asamblea Constituyente10. 

La población afro colombiana cuenta de igual manera con dos escaños en 
la Cámara de Representantes. Esta asignación está dada por mandato de la Ley 
649 del 27 de marzo de 2001 en cumplimiento del artículo 176 de la 
Constitución Política que establece que "la Ley podrá establecer una circuns­
cripción especial para asegurar la participación en la Cámara de 
Representantes de los grupos étnicos y de las minorías políticas y de los 
colombianos residentes en el exterior. Mediante esta circunscripción se podrá 
elegir hasta cinco representantes" (Constitución Política, 1991). 

De esta manera, se hace referencia a la diferencia que existe en los cupos 
asignados a los grupos étnicos y al funcionamiento de las cuotas para las muje­
res. En el primer caso, las características de funcionamiento y configuración del 
mecanismo coinciden con los descritos por Htun para los grupos étnicos. No 
obstante, para el caso de las cuotas, la situación colombiana es particular. 

Ahora bien, la Ley 581 de 2000, adicionalmente a establecer el porcenta­
je de mujeres que deben ocupar cargos decisorios de la administración públi­
ca, establece que en los sistemas de nombramiento por ternas y listas se debe 

9 Antonio Navarro Wolf es en la actualidad Senador de la República con la tercera lista más votada en la.' 
elecciones de 2002. Navarro fue comandante del M-19 Yal desmovilizarse entró activamente a la política 
colombiana. De hecho. hizo parle del proceso constituyente de 1991 como miembro de la Asnnbiea 
Nacional Constituyente. Se desempeñó como Alcalde de la ciudad de Pasto. Ministro de salud. represen­
lame a la Cámara y actualmente Senador. 

10 Entrevista con el Senador Amonio Navarro Wolf. Bogotá, mayo 21 de 2003. Para mayor ampliación ver 
León y Holguin, 2005. 
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incluir por lo menos a un hombre y a una mujer. La Ley también determina 
la creación de programas para la promoción de la participación femenina en 
el sector privado a través de la educación en términos de igualdad de géne­
ro; acciones afirmativas orientadas a la comprensión y superación de los obs­
táculos que dificultan la participación de la mujer en los niveles de decisión 
del sector privado; empoderamicnro; disposición de canales efectivos de asis­
tencia técnica; y divulgación permanente de los derechos de la mujer, meca­
nismos de protección e instrumentos adecuados para hacerlos efectivos. Por 
último, la Ley establece que el gobierno nacional y las autoridades locales 
deben velar por el cumplimiento de lo establecido y sobre todo vigilar la exis­
tencia de igualdad entre hombres y mujeres en las condiciones laborales y en 
la remuneración, en el caso en que haya labores iguales (Moreno, 2004) 

En este sentido, y dado el contenido del texto legal, la Leyes una medi­
da de preferencia afirmativa ya que a través de ella no sólo se busca remediar 
una situación de exclusión dentro del sistema (en este caso la burocracia esta­
tal) y alcanzar así una situación de igualdad real entre hombres y mujeres en 
el ámbito laboral, sino que la adscripción a un grupo determinado, en este 
caso el de las mujeres, determina la concesión de bienes sociales, que para el 
caso específico de esta Ley se refiere a un porcentaje de los cargos públicos 
en los niveles decisorios de las ramas del poder público. 

Origen y configuración de la Ley de Cuotas11 

El 15 de junio de 1999 el Congreso de la República aprobó cl proyecto 
dc la Ley de cuotas. En marzo del año 2000 la Corte Constitucional de 
Colombia expidió la sentencia C-371 en la cual declaró constitucional la Ley 
aprobada por el Congreso de la R.epública. La Ley fue sancionada el 31 de 
mayo por el Presidente de la República como la Ley 58] de 2000. 

Como se señaló anteriormente, la voluntad política y la influencia de la 
sociedad civil han sido fundamentales para el surgimiento y posterior des­
arrollo de la Ley de cuotas en Colombia. Esta presencia, sobre todo en el 
caso de la sociedad civil en cabeza del movimiento de mujeres, se da desde 

I I Se debe destacar el desarrollo de trabajo, ljUC ve han realizado recientemente sobre el rema de las cuo­
ta' en Colombia como l"S el caso del trabaje de María Emma WiII. (2002 y 20(3) e lsabel Cristina 
jaramillo (2003). Estos estudios sirvieron como fuente para la elaboración de los antecedentes del prc­
scnte articulo. Igualmente se debe resaltar el trabajo realizado por Zully Moreno (2004).lJuicn desarro­
lió un estudio sobre 1.\ Ley de cuota, en Colombia como cc,i. de grado de la Maestria en Estudios de 
Género de la Escuela de Estudios de Género de la Universidad Nacional de Colombia. Moreno traba­
jó datos provenientes de fuenrcs prunaria« dentro del Observarorio Mujcr y Política. Parte de los apor­
res presentadm por Moreno en su resi••on retomados en este articulo, 
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la propuesta inicial para la creación del sistema de cuotas para las mujeres en 
nuestro país y en el acompaúarniento al proceso legislativo que tardó ocho 
años para la aprobación de la Ley. 

En efecto, pese a ser una Ley relativamente reciente en cuanto a su apro­
bación y aplicación, el proceso de configuración de la misma tardó ocho 
alias en concretarse 12. El primer intento de creación de una Ley de cuotas 
surgió en 1992 con la radicación de tres proyectos de ley en el Congreso de 
la República 13. Los dos primeros fueron presentados respectivamente por los 
senadores Regina Betancourt de Liska y Samuel Moreno Rojas. Estos pro­
yectos de ley tenían como objetivo principal 

Establecer una distribución jerárquica escalonada que pcrrmnera la 
efectiva participación política de la mujer en la administración públi­
ca, y establecer un estímulo a la participación política de la mujer 
mediante el reconocimiento económico de un 25% adicional en la 
financiación estatal a Jos partidos políticos que incluyeran mujeres en 
sus listas (Fuentes, (994: 17). 

En primera instancia fue presentado el proyecto de la senadora Betancourt 
y posteriormente fue presentado el proyecto del senador Samuel Moreno 
Rojas quien retomó la propuesta Berancourr y 10 presentó en nombre de la 
Alianza Democrática M_19 14 y la ANAPO ' 5• Dentro del proyecto se proponía 
que por cada cargo jerárquico ocupado por un hombre, el siguiente cargo 
debía ser ocupado por una mujer, exceptuando los cargos que tuvieran como 
requerimiento una especialización técnica o que fueran de carrera administra­
tiva1(,. De la misma manera, contemplaba la creación de estímulos para que en 
la elección de cuerpos colegiados se incluyeran mujeres en los dos primeros 
renglones de las listas a estas corporaciones. Luego de una presentación adicio­
nal del proyecto por parte del entonces senador 13ernardo Guriérrez, el pro­
yecto fue archivado por no cumplir con los plazos establecidos por la ley para 
su aprobación. (Moreno, 2004: 20) 

12 El proyecto de cuotas fue prescnrando anre el Congrelo de la República siete veces durante ocho legis­
laturas ante de su aprobación.Véase Quintero, 1l)9H. 

13 Los proyeetO\ prescnrado, en I')l)2 en su orden fueron: Proyecto l!L' ley No. 7l) de 1l)<)2. pro-entado por 
l. senadora Rcgina Bcrancourr de Liska el 20 de julio de 1l)<)2; Proyecto de k'Y No. H6 de (l)l)2. pre­
sentado por el senador Samuel Moreno Rojas; Proyecto de ley No. (0) de 1l)<)2 pre...entado por el 
Senador Bernardo Guriérrcz (Quintero. I<)l)H). 

14 Partido polirico del grupo insurgente desmovilizado M-I <).
 
15 LaANAI'O e, el movimiento político AlianZd Nacional Popular,
 
16 Para c,to, c.'o' el proyecto proponia establecer la paridad en la disrrihucion de evtov cargos 50% para
 

mejeres y 50% para hombre" 
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El ponente de los proyectos presentados por la senadora Betancourt y el 
senador Moreno fue el senador Bernardo Gutiérrez Zuluaga, quien posterior­
mente presentaría un tercer proyecro". El texto del senador Gutiérrez retomó 
algunos de los planteamientos de los dos primeros proyectos y las propuestas 
presentadas por las organizaciones de mujeres, en cabeza de la Red Nacional 
de Mujeres. El fundamento del proyecto fue, al igual que los dos anteriores, la 
participación equitativa de la mujer en los niveles gubernamentales de deci­
sión. La propuesta incluía en su artículo 2 la adopción del: 

"Plan Nacional de Participación de la Mujer' orientado al logro de los
 

siguientes objetivos: a) Promover y garantizar el acceso de la mujer en la con­


formación, ejercicio y control del Poder Público; b) Alcanzar en tres años, (...)
 

un porcentaje de participación dc la mujer mínirno de la tercera parte en
 

los cargos de decisión (...) y, para el año 2.000, su participación igualitaria
 

(fuentes, 1994: 17-18).
 

En el mismo año el senador Ómar Yepes Alzare hizo una ponencia con­
junta de los tres proyectos anteriormente mencionados para el primer debate 
en Comisión del Congreso (Quintero, 1998). A pesar de que la presentación 
del senador Yepes recogió los planteamientos de las tres iniciativas anteriores, 
se aclaró que la ponencia acogía el espíritu de la iniciativa presentada por el 
senador Bernardo Gutiérrez (Fuentes, 1994). Al igual que las anteriores pro­
puestas, el proyecto de Yepes tenía como objetivo principal promover las con­
diciones requeridas para lograr una participación efectiva de las mujeres en los 
cargos de decisión de la administración pública. No obstante, la diferencia radi­
cal del proyecto, con respecto a las anteriores iniciativas, se centró en el hecho 
de que el senador cuestionó "el establecimiento de un límite porcentual de 
cargos a ser desempeñados por las mujeres, argumentando que no se puede 
"reducir a números y fórmulas matemáticas los actos humanos" (fuentes, 
1994: 18). El argumento presentado por el senador se basó en que, desde su 
perspectiva, una medida que establezca un porcentaje mínimo de cargos para 
las mujeres iba en contra de los artículos 13 y 43 de la Constitución Política 
de 1991 en donde se establece la igualdad entre todos los ciudadanos ante la 
ley y la igualdad de derechos y oportunidades. 

J7	 De acuerdo con lo señalado por Fuentes, "el senador Guriérrez cuestionó el proyecto de Rcgina 
Betaucourt, ya que consagraba solamente: la participación de la mujer en aquellas instancias decisorias 
de la Rama Ejecutiva del Poder Público y por consiguiente. est••blecería limitaciones sustancialev a la 
participación de la mujer en las ramas legislativa y judicial. CII contra del mandato constitucional esta­
blecido en el inciso 3 del artículo -lOdc la Carta Política (...) El senador Gutiérrcz también cuestionó 
la propuesta del senador Rojas' (Fuentes. 1')<)-1). 
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La iniciativa fue retomada en 1993 por las congresistas Claudia Castellanos 
yViviane Morales". El proyecto fue presentado por las representantes en cinco 
legislaturas continuas sin obtener un resultado satisfactorio". Debido a la 
ausencia de un resultado favorable, la senadora Morales presentó nuevamente 
el proyecto en 1997, ocasión en la que contó con la colaboración de la Red 
Nacional de Mujeres, que ya había prestado asesorías de orden académico y 
bibliográfico desde 1994. En 1997 la Red participó tanto en la revisión del 
articulado del proyecto como en la preparación de los debates?', El proyecto 
corrió la misma suerte que en las legislaturas anteriores. 

No obstante lo anterior, en 1998 la senadora Morales presentó nuevamen­
te el proyecto de cuotas, y contó con el apoyo y asesoría de las organizaciones 
feministas. En esa oportunidad el trámite fue exitoso. La revisión por parte de 
la Corte Constitucional se llevó a cabo en los primeros meses de 2000 y la Ley 
fue sancionada el 31 de mayo de ese año, 

Dentro del proceso se debe resaltar que hubo una demora de dos meses 
entre el momento en que la Corte Constitucional profirió la sentencia y el 
Presidente de la República, Andrés Pastrana, sancionó la Ley. Esta demora fue 
causada porque el documento de la sanción de la Ley se extravió entre la Corte 
Constitucional y la Presidencia de la República. En esta confusión, la Secretaría 
de la Presidencia alegó que no había recibido el documento por parte de la 
Corte. La confusión generada por la "desaparición" del documento ha sido 
interpretada de muchas maneras. Incluso algunos afirman que el Presidente en 
ese entonces quiso retrasar la sanción de la Ley ya que en el momento en que 
la Corte la declaró como constitucional se iba a dar un cambio de gabinete 
ministerial y si era sancionada en ese instante (marzo de 2000), esto lo hubiera 
obligado a aplicar inmediatamente la cuota del 30% dentro de su gabinete. 

Son varias las hipótesis que se pueden presentar para explicar los factores que 
condujeron a que la Ley de cuotas fuera aprobada por el Congreso en 1998. La 
primera hipótesis es que la aprobación se dio gracias a que la senadora ponente, 

18 Viviane Morales fuc senadora en el periodo 1998-2002 por el Movimiento Independiente Frente de 
Esperanza. de origen cristiano. 

19 Fue presentado por las congresistas Castellanos y Morales en las legislaturas de 1993.1994, 1995. 1996 
Y 1997. La no aprobación del proyecto surgió por problemas en su trámite puesto quc en algunas oca­
siones se vencieron los términos. como en el caso de lo ocurrido en la> legislaturas de 1993, 1994 Y 
1996. En 1995 el proyecto no fue aprobado debido a que el texto no fue discutido en la comisión 
Primera del Congreso, encargada de los asuntos constitucionales. 

20 Al respecto Zully Moreno señala que: "las organizaciones femenina>..grupadas en la Red Nacional de 
Mujeres realizaron también un gran trabajo por el proyecto. puesto que le hicieron las correcciones al 
texto de 1997 aclarando que era una Ley estatutaria que tenía un tratamiento específico. Beatriz 
Quintero y Cecilia Barraza trabajaron igualmente el contexto de la Ley de cuotas en otros países". 
(Moreno. 2004: 21) 
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Margarita Londoño, preparó una ponencia ágil para que el trámite no se viera 
truncado como en las anteriores ocasiones. De igual manera, la participación de 
la Dirección Nacional para la Equidad de la Mujer puede ser vista como un f:1C­

tor fundamental en la aprobación de la Ley.De acuerdo con lo señalado por Elsa 
Gladys Cifuentes, entonces encargada de la Dirección de la Mujer, en 1998 la 
dirección se interesó mucho en impulsar el proyecto de cuotas. En especial un 
grupo de funcionarias feministas se encargaron de elaborar un documento para 
documentar los antecedentes de la Ley de cuotas y para recopilar argumentos a 
favor de las mismas. Con ese documento la dirección pudo realizar lobby ante 
los congresistas", Esta situación pudo haber tenido incidencia en la manera en 
que los congresistas votaron por la aprobación de la Ley. 

La participación del movimiento feminista en el proceso de configuración 
y aprobación de la Ley también puede ser entendida como un elemento fun­
damental para su aprobación. Isabel Cristina Jaramillo desarrolla, desde la pers­
pectiva jurídica, su trabajo sobre la Ley de cuotas y el proceso de aprobación. 
En este trabajo se señala que para el caso específico de las cuotas el papel des­
empeñado por las feministas es similar al que desempeñaron en el proceso cons­
tituyente.Jaramillo señala que la Casa de la Mujer tuvo un trabajo directo con 
las personas que asesoraban a los senadores ponentes del proyecto de cuotas y a 
través de ese contacto directo se presentaron argumentos a favor de las cuotas 
y su relevancia para un sistema como el colombiano Oaramillo, 2003). 

De igual forma se puede plantear que la aprobación de la Ley se dio gra­
cias a la perseverancia en la presentación del mismo ya que era la octava vez 
que se presentaba ante el Congreso. Por último, una de las hipótesis es que 

los congresistas aprobaron el proyecto contra el tiempo en el último 
momento del cierre del período de sesiones ordinarias y no se dieron cuen­
ta de lo que estaban aprobando ni tuvieron en consideración las implicacio­
nes de la Ley. Sobre este último punto, Natalia Ángel, asesora de la Corte 
Constitucional del momento señaló que: 

La Leyde cuotas en el Congreso se aprobó al finalcontra reloj y por eso pasó.
 

Me he dado cuenta de que file una aprobación ligera la que se dio en el
 
Congreso porque en discusiones posteriores a su aprobación muchos de los
 

que participaron en este debate no se acordaban de lo que habían dicho en
 

el debate de aprobación"
 

21 Entrevista con Elsa Galdys Cifuenres, Ex Directora de la Dirección de la Mujer. Bogotá, diciembre 15 
de 2004. 

22 Entrevista con Natalia Ángel. Bogotá, septiembre 2 de 2004. 
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Luego de su aprobación en el Congreso, la Ley fue enviada a la Corte 
Constitucional para su revisión23. Dentro del proceso de revisión del texto de 
la Ley llevado a cabo por la Corte Constitucional se hizo una modificación 
sustancial al texto aprobado por el Congreso de la República. El texto de la 
Ley originalmente establecía en el artículo 6, inciso segundo, que: 

Para l:t designación en los cargos que deban proveerse por el sistema de listas, 

quien las elabore incluirá hombres y mujeres en igual proporción, y quien 

haga la elección preferirá obligatoriamente en el nombramiento a las muje­

res, hasta alcanzar los porcentajes establecidos en el artículo cuarto de CSt.1 ley 

(3()'X.). 

La Corte determinó inexequible la frase "y quien haga la elección pre­
ferirá obligatoriamente en el nombramiento a las mujeres, hasta alcanzar los 
porcentajes establecidos en el artículo cuarto de esta ley", de tal suerte que 
el artículo 6 aprobado dentro de la Ley vigente no contiene la idea de pre­
ferencia en el nombramiento a las mujeres hasta que se cumpliera con el 
porcentaje establecido del 30% de los cargos. 

La no aprobación en la Corte del segundo inciso del artículo seis de la 
Ley puede tener varias explicaciones. Una de ellas es que al establecerse que 
para proveer cargos dentro de un sistema de listas se deben incluir mujeres y 
hombres en igual proporción y que en la elección se deben preferir las muje­
res hasta completar el 30%, se estaría afectando sobre todo la composición de 
la rama judicial del poder público, de la cual hace parte la Corte 
Constirucional, en donde gran parte de los cargos se designan por sistemas 

de listas y ternas. Lo anterior significa que de haberse aprobado el segundo 
inciso del artículo seis, se hubiera obligado a las Cortes a tener muchas más 
magistradas de las que tienen en la actualidad. 

Por su parte, en la Sentencia C-371 /00 se presentan argumentos que sus­
tentan la decisión de declarar inexequiblc la frase señalada, El primer y prin­
cipal argumento presentado por la Corte Constitucional se refiere a la idea de 
que al establecer un trato preferencial para las mujeres en la asignación de car­
gos por el sistema de listas,se estaba dando una situación de exclusión de hom­
bres en situación de igualdad de condiciones para acceder al (los) cargo(s) a 
proveer. La sentencia lo estipula así: 

23	 En Colombia. el trámite de aprobación de una l.ey que modifica el mandaro consrirucional exige qu~ 

sea ~'ta Corte la que revise el contenido )' el procedimiento de aprobación en el Congreso. En el caso 
de llUlO 1.\ Corte Constitucional encuentre vicios de ¡¡,rm.1 o contenido puede devolver el texto apro­
bado al Congreso para su modificación. En caso de que la Corte encuentre que la Le)' puede se san­
cioruda, é,ta e' enviada al Presidente de la República para '1Ul' proceda con el trámite de sanción, 
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El aparte que se analiza del artículo 6° anticipa que determinados hombres, 

es decir, los que están incluidos en la lista,no obstante tener iguales califica­

ciones para acceder a los cargos en cuestión, quedan automáticamente exclui­

dos, hasta tanto sean elegidas mujeres en una proporción mínima del 30%. 

(Sentencia C-37 1/00) 

Adicionalmente en la sentencia se señala 

que los periodos de los cargos que se proveen mediante el sistema de listason 

de ocho años,por lo cual no es eventual que durante un tiempo bastante pro­

longado una persona del sexo masculino no tenga posibilidad alguna para 

acceder a dichos empleos. (Sentencia C-37 I /00) 

Los miembros de la Corte Constitucional consideraron por las razones 

expuestas que el inciso segundo del artículo 6 era discriminatorio y violatorio 
del principio de igualdad (Sentencia C-371/00). 

Se puede considerar que la declaración de inexequibilidad del inciso 
segundo del artículo seis de la Leyes la más fuerte que hizo la Corte 
Constitucional dentro de 10 que se puede observar en la Sentencia de esta ins­
tancia. No obstante, en el interior de la Corte se dieron otras discusiones sobre 
el contenido y la forma de la Ley que pusieron sobre la mesa varios temas rela­
cionados con la igualdad de las mujeres en el ámbito político. 

De acuerdo con lo señalado por Ángel, el primer gran debate en la Corte 
fue sobre el tipo de prueba, o test, que iba a aplicar la Corte para la revisión cons­

titucional de la Ley. Para CSt.1 revisión de una norma de carácter afirmativo se 
puede recurrir a una prueba estricta o a una prueba intermedia. La considera­
ción que se tuvo en la Corte para la selección del tipo de test fue que por lo 
general los test estrictos tienden a declarar la medida que se está revisando como 
inexequible, es decir que la medida no pasa el test y no es aprobada. En el caso 
de las pruebas intermedias, existe una mayor posibilidad de que se apruebe. De 
ahí que se haya seleccionado la prueba intermedia. Este debate y el tipo de test 
utilizado no se encuentran consignados en la Sentencia de la Corte. 

Dentro de la misma línea, cuando comenzó el proceso de debate interno 
de la Ley en la Corte, uno de los puntos de discusión fue el concepto de 
acción afirmativa. Al respecto Ángel señala que: 

La Constitución en su artículo 13 permite las acciones afirmativas sin que 

hable directamente de lasacciones afirmativas. Un aspecto que llama la aten­

ción es que al mismo interior de la Corte no había mucho conocimiento de 
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qué era una acción afirmativa y menos sobre el término. Ellos sí se daban 

cuenta de que había ciertas alusiones, pero no se entendían como acciones 

afirmativas. Las acciones afirmativas surgieron en Estados Unidos y ese deba­

te gringo file un poco ajeno a algunos de los magistrados. La existencia del 

artículo 13 facilitó la discusión" 

Así, la discusión de la Ley de cuotas le dio relieve al concepto de acción 
afirmativa y al artículo 13 de la Constitución Política en esta instancia del 
poder público en donde es fundamental este concepto para la revisión y ela­
boración de fallos sobre innumerables medidas relacionadas con sectores de la 
población que se encuentran en situación de discriminación y marginalidad25. 

Adicionalmente a las discusiones sobre el método de revisión de la 
norma y el debate conceptual que surgió en la Corte Constitucional, se die­
ron algunos debates sobre el contenido de algunos de los artículos de la Ley, 
diferentes al artículo seis anteriormente reseñado. Uno de estos artículos fue el 
número cuatro que se transcribe a continuación: 

Artículo 4°. Participación efectiva de la mujer. La participación adecuada de 

la mujer en los niveles del poder público definidos cn los artículos 2 y 3 de 

la presente ley, se hará efectiva aplicando por parte de las autoridades nomi­

nadoras las siguientes reglas: 

a) A partir del primero (10) de septiembre de 1999, mínimo el treinta por 

ciento (30%) de los cargos de máximo nivel decisorio, de que trata el artícu­

lo 2°. serán desempeñados por mujeres; 

b) A partir del primero (10) de septiembre de 1999, mínimo el treinta por 

ciento (30%) de los cargos de otros niveles decisorios, de que trata el artícu­

lo 3°, serán desempeñados por mujeres. 

Parágrafo. El incumplimiento de lo ordenado en este artículo constituye cau­

sal de mala conducta, que será sancionada con suspensión hasta de treinta (30) 

días en el ejercicio del cargo, y con la destitución del mismo en caso de per­

sistir en la conducta, de conformidad con el régimen disciplinario vigente. 

24	 Entrevista con Natalia Ángel. 130gOLí, septiembre 2 de 200·4­
25	 La Corte Constitucional ha promulgado varios fallos en favor de la protección de los derechos y del 

desarrollo de acciones afirmativas para sectores dc la población colombiana como indígenas, afro 
colombianos, mujeres cabeza de familia. desplazados, personas cn situación de indigencia. entre otros. 
Algunos ejemplos de estos pronunciamientos en relación con estos sectores de la población se encuen­
tran recopilados cn León, Magdalcna y Holguin.jimena (2004). 
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El debate en torno a este artículo fue fundamental en el interior de la 
Corte puesto que de la declaración de exequibilidad o inexequibilidad del 
mismo dependía la aprobación de otros artículos de la Ley. Ángel señala que 
en principio se había pensado declarar este artículo de entrada como cons­
titucional. Sin embargo, en la discusión se presentaron algunos argumentos 
provenientes de diferentes magistrados que se tuvieron en cuenta para estu­
diar y revisar más a fondo el artículo. 

El primer argumento giró en torno a una imprecisión presente en el texto 
de la Ley aprobada en el Congreso en donde no quedaba claro si la cuota del 
30% se aplicaría de manera global, es decir sumando todos los cargos de las ins­
tancias de decisión del poder ejecutivo, o por el contrario si era específica, es 
decir si el porcentaje se iba a aplicar para cada una de las instancias del ejecu­
tivo (gabinete ministerial, gabinetes locales, secretarías municipales, erc.). Ángel 
enfatizó en este debate sobre el artículo cuatro: 

En ese tema de la CUOe.1 global y la cuota específica se insistió. Muchos de los
 

argumentos que se presentaban iban precisamente encaminados a: "bueno
 

que se apruebe la cuota pero que sea global", 10 que significa que se sumarí­


an todos los cargos nacionales y a partir de eso se sacaría el 30%. Eso era lo
 

más facj]. La cuota específica significa que haya 30% de ministras, 30010 de
 

superintendentes, etc. Entonces el papel de la Corte ahí fue decir que era una
 

cuota específica. El problema estaba en que la Ley como tal no era clara a este
 

respecto. Lo que entendió la Corte, tal y como estaba planeado en la Ley, es
 

que es una cuota específica y no global26
 

De esta manera, la Corte definió que la cuota sería una cuota específica, 
es decir para cada una de las instancias y no una cuota global yeso quedó 
consignado en la Sentencia. 

Otro de los puntos que se tuvo en cuenta en la Corte con respecto al artí­
culo cuatro es el referente al nivel decisorio. Más específicamente a qué se enten­
día por nivel decisorio. En la Corte, lo que se supuso en su momento era que 
los estatutos de las entidades eran suficientemente precisos en señalar cuáles eran 
los niveles decisorios de cada una de las instancias; de ahí que la Corte no viera 
la necesidad de especificar estos niveles. Hoy en día este es uno de los puntos 
problemáticos de la Ley, puesto que no hay claridad sobre a qué niveles en cada 
una de las entidades se debe aplicar la cuota política para las mujeres. Al respec­
to, Cecilia Barraza, de SISMA Mujer, señala que efectivamente no existe un 
acuerdo en las entidades públicas sobre cuáles son los niveles decisorios, lo que 

26 Entrevista con Natalia Ángel. Bogotá, septiembre 2 de 2004. 
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conduce a que en las evaluaciones que se desarrollan sobre el cumplimiento de 
la Ley no se obtenga la información requerida puesto que la mayor parte de las 
personas encargadas de esta información responde que la Ley sí se cumple ya que 
la entienden de forma global, es decir calculando el número de mujeres que 
están presentes en la entidad, mas no el número de mujeres que se encuentran 
en los niveles decisorios.". 

De la misma manera se dio la discusión, que remite de alguna manera al 
concepto mismo de acción afirmativa, acerca de si las cuotas deben ser con­
sideradas como un punto de partida para la inclusión y mayor participación 
de las mujeres en el ámbito de la toma de decisiones políticas, o si por el 
contrario son el punto de llegada. La Sentencia en mención comienza con 
este debate y la conclusión a la que se llega es que las cuotas, en el caso 
colombiano, son entendidas como un punto de partida y como un punto de 
llegada. Al respecto Ángel señala: 

Es típico para quienes estánen contra de lascuotas decir que lo que se debe 

haceres poner lasmismas condicionesen el punto de partida y dejar que cada 

uno llegue al punto de llegada. El argumento simplista es"eduque", Eso file 

muy bueno porque nos dio la oportunidad de decir "¿Cómo así que edu­

que? Si es que hoy en día las mujeres están incluso más educadas que los 

hombres". Nosotros contábamos con estadísticas muy simples en las que se 

demostraba que lasmujerescn el aspectoeducativoyacstánen un punto bas­

tante competitivo con respecto a los hombres. Las cuotas como csein, y era 
precisamente lo que nos gustaba, son para el punto de llegada y no para el 
punto de partida". 

Del proceso de revisión de la Ley en la Corte se pueden resaltar varias 
ganancias para el debate de la participación de las mujeres y de la acción afir­
mativa. La primera de ellas es precisamente el debate, acercamiento y apropia­
ción del concepto de acción afirmativa que se dio en la Corte, el cual muy 
seguramente tuvo incidencia en el tratamiento posterior de temas relacionados 
con discriminación y marginación. De igual manera, el proceso de revisión en 
la Corte se caracterizó por ser un proceso participativo, con miras a ser lo más 
democrático posible. Prueba de ello es que la Corte convocó a una audiencia 
pública en el que diversos sectores (académicos, políticos, sociedad civil) tuvie­
ron la oportunidad de exponer sus puntos de vista al respecto. Este tipo de con­
vocatorias no son comunes en esa Institución. Ángel señala que este proceso fue 
muy valioso ya que eso hizo que la Corte se enriqueciera con argumentos. 

27 Emrevisra con Cecilia Barraza. Bogotá. scpcíembre 211 de 21104. 
2K Entrevista COI1 Naralia Ángel. Bogotá, septiembre 2 de 2004. 
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Por último. cabe señalar que en la aprobación de la Ley de cuotas se da la 
aplicación de la metáfora del triángulo del empoderamiento propuesto por 
Nijeholt.Vargas y Wieringa (1996). En este caso se da una conjunción de fuer­
zas entre tres grupos de actores que fueron definitivos en la aprobación de la 
Ley: el movimiento de mujeres (en este caso liderado por la Red Nacional de 
Mujeres), las/Jos políticas/os interesados en el tema (los diferentes senadores y 
senadoras involucrados en la elaboración y ponencia del proyecto de ley) y las 
burócratas feministas (las funcionarias del Estado involucradas en el proceso). 

¿Qué ha pasado durante los años de vigencia de la Ley? 

El aumento de la participación femenina en cargos de designación y de 
elección ha aumentado gradualmente durante los últimos años (Wills, 20(2). 
En cuanto al aumento del número de mujeres que ocupan cargos de designa­
ción, que son los cargos que nos atañen para el caso de las cuotas en Colombia, 
y de acuerdo con el estudio de Wills, ha habido un crecimiento rápido y cons­
tante. Las autoras señalan al respecto que: 

En 1987, no había ninguna ministra y el porcentaje en el nivel de subminis­

terios (sic) alcanzaba apenas el 3,8%, situando a Colombia en un décimo ter­

cer renglón entre 18 países latinoamericanos. Para 1994 la situación se modi­

ficó y el porcentaje de mujeres en el nivel ministerial subió al 13'Y" aunque 

en los subministerios no hubo ninguna mujer designada (...) Sin embargo, 

según cifras de la Consejería para la Equidad de las Mujeres, aún en 1999, 

aunque el 42.9'Y., del [0[:\) de los servidores públicos er.1I1 mujeres, su presen­

cia en las máximas instancias de decisión alcanzaba apenas a representar el 

15%,Yen la Corte Constitucional y Corte Suprema de Justicia no había en 

ese ario ni una sola magistrada (Wills, 2002: 269. .270). 

A partir de la entrada en vigencia de la Ley 581 el 31 de mayo de 2000, 
las cifras sobre los cargos de designación ocupados por mujeres han cambiado 
favorablernente. Para el año 200 I Colombia contaba con cuatro mujeres que 
ocupaban cargos ministeriales (Ministras de salud, cultura, comercio exterior y 
comunicaciones) y el 25% de los vicerninisterios (Wills, 2002). 

No obstante, el cumplimiento de la norma no se desarrolla por igual en 
todos los niveles de la administración pública. Existe una tendencia hacia su 
cumplimiento en los niveles de decisión centrales de la rama ejecutiva en donde 
se hace más visible la presencia de las mujeres, como en el caso de los ministe­
rios. No obstante, en los niveles locales y descentralizados el cumplimiento varía 
de municipio en municipio y de departamento en departamento. De acuerdo 
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con datos provenientes del Departamento Administrativo de la Función 
Pública", que hace el reporte oficial de provisión de cargos del nivel directivo 
en entidades del orden territorial, cinco de dieciocho gobernaciones no cum­
plen con el 30% de cargos ocupados por mujeres establecido por la Ley. De las 
13 gobernaciones que cumplen con este porcentaje, siete lo hacen estrictamen­
te con el 30% Y las seis restantes 10 hacen con un porcentaje superior. 

En cuanto al cumplimiento en las alcaldías de las capitales de departamen­
to, el informe del Departamento Administrativo de la Función Pública señala 
que cinco de las dieciocho alcaldías evaluadas incumplen la Ley de cuotas. En 
los casos de incumplimiento se encuentra que en dos ciudades no se cumple 
ni siquiera la mitad del porcentaje establecido: en San José del Guaviare tan 
sólo el [4,29% de los cargos decisorios de la Alcaldía son ocupados por muje­
res y en Yopal el 12,50%. 

Para el caso específico del Distrito Capital, Bogotá, se encuentra que según 
los datos del Departamento Administrativo de la Función Pública, ha habido 
una disminución de la participación de las mujeres en los cargos decisorios de 
la Alcaldía. En el año 2003, durante la administración de Antanas Mockus, 
había 395 cargos de nivel directivo de los cuales 191 eran ocupados por muje­
res, es decir un 48,35% de los cargos. Para el año 2004, durante la administra­
ción de Luis Eduardo Garzón, esta cifra descendió aunque se debe aclarar que 
no está por debajo del 30%, es decir que en la Alcaldía de Bogotá continúa 
cumpliéndose la Ley. En este mio, de los 434 cargos de nivel directivo existen­
tes, 191 fueron ocupados por mujeres es decir el 44,01 %. Esta situación de 
cambio en Bogotá se hace aún más evidente cuando se pone de rnarrificsto que 

ninguna de [as siete secretarías del distrito al finalizar el año 2004 fue ocupa­
da por una mujer'". 

Estos datos oficiales en cuanto al cumplimiento de la ley de cuotas en los 
entes nacionales y territoriales son complementados con la información reco­
pilada por SISMA Mujer en donde se señala, entre otras cosas, que varias ciu­
dades y departamentos de los estudiados incumplen la ley de cuotas en nive­
les decisorios como 10 son las Secretarías. Es el caso de las ciudades de Bogotá, 
como se señaló anteriormente, Providencia, Cartagena, Cali, Mariquita y 
Bello; y de los departamentos de Bolívar, Tolima y Antioquia'". 

29 Los datos presentados por el Departamento Administrativo de la Función Pública tienen como fecha 
de corte JO de marzo de 2004. 

JO Datos suministrados por SISMA Mujer. septiembre de 2004. 
JI ídem. 
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De la misma manera en que hay variaciones en el cumplimiento de la 
norma según el nivel observado (nacional, territorial o descentralizado), exis­
ten variaciones en la rama del poder público en cuanto a la participación de 
las mujeres en los cargos decisorios. Tal y como se puede observar en el cua­
dro 1, la rama judicial es la que presenta un mayor número de mujeres en car­
gos directivos y ejecutivos. Le sigue la rama ejecutiva, que es donde se debe 
aplicar la cuota, y luego la rama legislativa en donde se presenta el menor por­
centaje en el número de cargos directivos ocupados por mujeres. 

De igual manera, se puede observar en el cuadro 1 que en el caso de las 
tres ramas del poder público existe un mayor porcentaje de mujeres en car­
gos ejecutivos que en cargos directivos, que es el nivel donde se debe apli­
car la Ley de cuotas. 

CUADRO 1: PARTICIPACiÓN DE u MUJER EN El DESEMPEÑO DE CARGOS PÚBLICOS POR RAMAS DEl 
PODER PÚBLICO 

Nivel jel3rquim Rama legillatiya Rama ejeaniva Rama judicial 

Total Tolal %mujerel Tolal Total %mujerel Total Tolal %mujerel 
mujerel empleol mujerel empleol mujere! empleol 

Directivo 6 38 15.79 303 1030 29.42 185 509 36.35 
Ejecutivo 12 28 42.86 391 1150 34.00 1184 2667 44.39 

Fuente: Departamento Administrativo de la Función Pública, marzo de 2DD4. 

De esta manera se puede observar que existen variaciones en el cumpli­
miento de la norma dependiendo de los niveles de aplicación. A continuación 
se presenta brevemente un balance de lo ocurrido con las cuotas a nivel nacio­
nal desde el momento de su aprobación hasta inicios del gobierno de Álvaro 
Uribe Vélez. La información que se presenta a continuación será ordenada en 
dos períodos concretos: de '1999 a 2002 y durante el 2002, los cuales correspon­
den respectivamente a los gobiernos de Andrés Pastrana y Álvaro Uribe Vélez. 
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El inicio de la aplicación de la Ley de cuotas: 
periodo 1999-200232 

El Observatorio Mujeres y participación política" desarrolló un seguimien­
to al cumplimiento de la Ley de cuotas durante la administración de Andrés 
Pastrana (1998-2002). Allí se miró la distribución de los altos cargos decisorios, 
y otros cargos con poder de decisión de los ministerios, departamentos adminis­
trativos, superintendencias y sociedades de economía mixta". Los datos señalan 
que el 38% de los 570 cargos decisorios de la Administración Pastrana fueron 
ocupados por mujeres y el 62% por hombres", De forma agregada las entidades 
de la rama ejecutiva cumplen con el mínimo del 30% de cargos ocupados por 
mujeres establecido por la Ley. Las entidades que cumplen con un mayor por­
centaje de cargos ocupados por mujeres son los departamentos administrativos y 
los ministerios, como se puede observar en el cuadro número 2. 

CUADRO 2. ALTOS CARGOS DECISORIOS EN LA ADMINISTRACiÓN DE ANDRÉS PASTRANA POR SEXO (1998-2002) 

Entidad	 Hujeres Hombres Total 
No. % No. % No. % 

Hinisterios 83 42 116 58 199 100 
Departamentos administrativos 31 36 54 64 85 100 
Superintendencias 37 35 69 65 106 100 
Sociedades economía mixta 66 37 114 63 180 100 
Total 217 38 m 62 570 100 

Fuente: Observatorio mujeres y participación política 

32	 Si bien la Ley de cuotas entró en vigencia en el año :WOO. el Observatorio Mluere~ y participación 
política desarrolló una evaluación de la prewncia de la, mujere, en cargos de decisión, tomando como 
referencia todo el período de gobierno de André, Pasrrana. 

33	 El Observatorio Mluerc, )' participación polírica se inició formalmente en septiembre de :!OOO. La ini­
ciativa fue liderada por la Fundación Friedrich Ebert Stifcung en Colombia (FESCOL) y a ella se han 
unido d Instituto de Escudio, Política. y Rel .•cione-, lnrcmacionale-, IEPRI, la Escuela de Liderazgo 
Femenino de la Central Unitaria de Trabajadores- CUT, el Grupo Mujer y Sociedad. la Asociación de 
Concejal.. y ex concejalas de Cundinamarca, el programa de Estudios de Género. Mluer y Desarrollo 
de la Universidad Nacional de Colombia. la Red de Mlucn'~ y Participación Política, la Red Nacional 
de Mujeres y el Movimienw Político Mlueres 2000.Véase www. fescol.org.co 

34	 El informe del Observatorio también prescnm los resultados de la evaluación que se realizó a otras ins­
riruciones de la rama ejecutiva como lo~ establecimientos públicos, la~ empresas industriales o comer­
ciales del Estado, las unidadev adminisrrarivas cspecialev y otras de carácter especial como las financieras 
de naturaleza única, organismos de control y organismos de organización especial. Para efectos del pre­
scnte artículo sólo SI.' tomarán los datos de los ministerios, departamentov administmrivos, superinten­
dencias y sociedades de economía mixta por ser los organismov principales de la rama ejecutiva. 

35	 La información de la base de data. del Observatorio puede presentar un problema metodológico para 
el análí~i, dd cumplimiento de la Ley al no hacer una distinción temporal de la Administración 
Pastrana. La Ley de cuota, entró cn vigencia a mediados del aúo 200(). por lo tanto se debería pre~en­
13runa diferenciación del estado de la distribución de los cargm decisorios ames de la entrada en vigen­
cia de la norma (l99l!-2000) )' la distribución posterior a la norma (a partir de 2(00). La información 
de la base agrega los cuatro años sin distinción )' presenta daros rotales. 
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Sin embargo, al mirar los datos desagregados (Cuadro 3), se encuentran 
instancias dentro de las cuales no se cumple con el 30% establecido. Para el 
caso de los ministerios, éstos se deben mirar en dos dimensiones. Por un lado, 
en la conformación del gabinete ministerial de la administración Pastrana no 
se cumplió con el mínimo de las cuotas. Por otro lado, al ver cada uno de los 
catorce ministerios, se encuentra que si bien en cinco de ellos el 50% de los 
altos cargos decisorios fueron ocupados por mujeres, cuatro no cumplen con 
el mínimo del 30% establecido por la Ley. 

CUADRO 3. ALTOS CARGOS DECISORIOS EN LOS MINISTERIOS DE LA ADMINISTRACiÓN DE ANDRÉS PASTRANA 
POR SEXO (1998-2002) 

Ministerio Cargos Mujeres Cargos Hombres Total Cargos 
No. % No .% No. % 

Minas y energía 6 40 9 60 15 100 
Defensa O O 10 100 10 100 
Trabajo 3 25 9 75 12 100 
Salud 5 45.5 6 54.6 11 100 
Relaciones exteriores 5 35 11 65 16 100 
Agriarhura 5 25 15 75 20 100 
ÚJllUra 8 73 3 27 11 100 
Comercio exterior 6 67 3 33 9 100 
Hacienda y mdito públim 4 50 4 50 8 100 
Interior 11 42 15 58 26 100 
Educación nacional 7 54 6 46 13 100 
Desarrono emnómim 3 33 6 67 9 100 
Comunicaciones 10 56 8 44 18 100 
Justicia 4 20 16 80 20 100 
Medio ambiente 6 55 5 45 11 100 
Total 83 39.71 126 .60.29 209 100 

Fuente: Observatorio mujeres y participación política 

Ley de cuotas entró en vigencia a mediados del ano 2000, por lo tanto 
se debería presentar una diferenciacion del estado de la distribucion de los 
cargos decisorios antes de la entrada en vigencia de l;a norma (199812000). 
La informacion de la base agrega a los cuatro anos sin distincion y presenta 
datos totales. 

Llama la atención en los datos de los ministerios el hecho de que durante 
la administración Pastrana se observa una situación en donde los ministerios 
típicamente relacionados con "campos de acción" masculinos son ocupados 
por mujeres en porcentajes mucho más altos que lo establecido por la Ley de 
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cuotas. Es el caso concreto de los ministerios de Minas y Energía, Hacienda y 
Crédito Público, Comercio Exterior, Interior y Desarrollo Económico. Una 
situación similar ocurre en el caso de los departamentos administrativos. En 
dos de los seis departamentos administrativos más del 50% de los cargos fue­
ron ocupados por mujeres, siendo el Departamento Administrativo Nacional 
de Cooperativas la instancia con mayor porcentaje de cargos ocupados por 
mujeres. No obstante, tres de los seis departamentos están por debajo del míni­
mo establecido por la Ley. 

Para el caso de las superintendencias la evaluación es más negativa que en 
los casos anteriores puesto que tan sólo una de ellas presenta un porcentaje de 
cargos ocupados por mujeres mayor al 50%, y cinco de las JOsuperintenden­
cias están por debajo del 30% con porcentajes pequeños, 

Por último se encuentran las empresas de economía mixta. Ocho de las 
22 empresas de economía mixta, es decir el 36%, están por debajo del míni­
mo establecido por la Ley, incluso con porcentajes del 0%, como en el caso 
de Bancafé, aunque en cinco de ellas más del 50% de los cargos fueron ocu­
pados por mujeres. 

De esta manera, se puede concluir que en el gobierno de Andrés Pastrana 
no hubo un cumplimiento de la Ley de cuotas en todas las instancias de la 
rama ejecutiva del poder público. El caso que más llamó la atención en cuan­
to al incumplimiento de la Ley de cuotas durante dicha administración ocu­
rrió precisamente en el gabinete ministerial. Como se señaló anteriormen­
te, la aprobación de la Ley por parte del Congreso de la República y el fallo 

aprobatorio de la Corte Constitucional de la misma coincidieron con un 
período coyuntural en el que se dio un cambio en el gabinete ministerial de 
la administración Pastrana. En ese cambio de gabinete no se cumplió con el 
30% de cargos ocupados por mujeres establecido por la Ley. Por esta razón, 
el Observatorio Mujeres y participación política y la corporación SISMA 
mujer, interpusieron en marzo de 2001 una acción de cumplimiento contra 
el entonces Presidente de la República, Andrés Pastrana, debido a que en el 
nombramiento de su gabinete ministerial no se cumplió con la cuota esta­
blecida por la Ley36 . 

El Consejo de Estado fue la instancia competente para recibir la deman­
da. Su fallo tuvo dos puntos fundamentales que fueron objeto de debate. Por 
un lado, el Consejo de Estado señaló que el presidente Pastrana tuvo la inten­
ción de cumplir con la Ley de cuotas al nombrar el 25% de ministras en su 

36 En el gabinete ministerial el 25% eran mujeres. 
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gabinete ministerial. En segundo lugar, se consideró la Ley como un mandato 
de cumplimiento progresivo (Roya, 2001: 3). De esta forma, en el fallo se 
determinó que no había un incumplimiento de la norma ya que, aunque no 
se nombró el 30% de las mujeres establecido por la Ley, sí hubo la intención 
de cumplir con la misma al ampliar la participación de las mujeres en un 25%. 
El debate jurídico generado alrededor del (.1110 del Consejo de Estado se cen­
tró, como lo señala Sandra Liliana Roya, en que "el 30% establecido por la Ley 
de cuotas dejó de ser un mínimo y se convirtió en un máximo que nunca se 
va a lograr y la Ley ya no es un mandato progresivo ni mucho menos impe­
rativo, sino una simple recomendación que queda a discrecionalidad de! nomi­
nador cumplir o no". (Roya, 2001: 5) 

De esta manera, quedó un primer sinsabor sobre e! cumplimiento de las 
cuotas en las instancias de decisión 10 que deja ver de entrada que el cum­
plimiento de la norma depende en gran medida de la voluntad política de 
los gobernantes. 

La continuación de la aplicación de la Ley: 
periodo 2002-2004 

En concordancia con lo anterior, el cumplimiento de la Ley durante el 
inicio de la administración Uribe presentó un panorama diferente en e! que 
se pudo observar la voluntad del Presidente por cumplir con lo establecido 
en la norma. La información suministrada por la Corporación SISMA Mujer 
muestra que durante el período señalado hay un cumplimiento gradual y sig­
nificativo de lo establecido en la Ley. Para el caso de los ministerios, el 50% 
son ocupados por mujeres, lo cual se puede considerar como un avance. De 
igual forma sucede con las consejerías presidenciales, las cuales son ocupadas 
en un 66% por mujeres. 

De acuerdo con los datos del Departamento Administrativo de la Función 
Pública de! año 2004 (Cuadro 4), la mayor parte de los ministerios cumplie­
ron con la cuota del 30% en sus cargos directivos con excepción de los minis­
terios de Transporte, Agricultura y Comercio. En este último caso se marca 
una clara diferencia con la anterior administración en donde no sólo se cum­
plió con la cuota sino que se dobló en su porcentaje. Se debe resaltar que dos 
ministerios que se ocupan de campos típicamente femeninos tienen puntajes 
muy altos en relación con los demás en cuanto al porcentaje de mujeres en 
cargos directivos: e! de Educación y e! de Cultura, que supera e! 90%. 
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CUADRO 4. CARGOS DIRECTIVOS EN lOS MINISTERIOS DE LA ADMINISTRACiÓN DE ÁlVARO lIRIBE VÉlEl (2004) 

Ministerio % Cargos directivos mujeres 
Ministerio de Ambiente 61,5 
Ministerio de Cultura 91,1 
Ministerio de Interior y Justicia 16,1 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público 42,4 
Ministerio de defensa Nacional 30,8 
Ministerio de Minas y Energía 44,4 
Ministerio de Transporte 22,6 
Ministerio de Comunicaciones 60,0 
Ministerio de Agricultura 21,3 
Ministerio de Relaciones Exteriores 30,3 
Ministerio de Comercio 11,9 
Ministerio de Educación 84,6 
Ministerio de Protección Social 43,1 

Fuente: Departamento Administrativo de la Función Pública, 2004. 

Pese a este buen balance del cumplimiento de las cuotas en el nivel ejecu­
tivo nacional durante el primer año de gobierno de Álvaro Uribe, a nivel local, 
como se vio anteriormente, el cumplimiento de la norma ha variado en 
muchos casos. Uno de ellos es el de la Gobernación de San Andrés y 
Providencia, donde en el año 2002 se presentó un incumplimiento de la Ley 
por parte del Gobernador de este Departamento. 

En efecto, en el mes de junio de 2002 la presidenta de la Red 
Departamental de Mujeres de San Andrés, Providencia y Santa Catalina inter­
puso una acción de cumplimiento al Gobernador por considerar que se esta­
ba incumpliendo lo establecido en el artículo 4 de la Ley de Cuotas dentro del 
gabinete de la gobernación". En agosto del mismo año no se había presenta­
do respuesta alguna por parte del gobernador a la demanda, de tal suerte que 
la Red Departamental de organizaciones Sociales de Mujeres Comunales y 
Comunitarias presentó nuevamente una demanda reclamando el cumplimien­
to de la Ley. En enero de 2003 la demanda fue admitida, por lo cual el tribu­
nal correspondiente procedió a ordenarle al Gobernador que en un plazo 
máximo de 5 días nombrara como mínimo 3 mujeres dentro de su gabinete 
para así dar cumplimiento a lo establecido en la Ley3M. 

37 La demanda ,u~ió a partir de la modificación quc hizo el gobernador en la composición de 'u gabi­
nete. Tal)' como quedó conformado el gabinete de la gohemación 'c c,t.lb.\ incumpliendo el manda­
to de la Ley,"UC, no había un 30%. 

3K Fallo del Tribunal contencioso administrativo de San André«, Providencia )' Santa Catalina, .¡ de marzo 
de 2003. 
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¿Qué se puede decir del cumplimiento de la Ley de cuotas 
durante sus cuatro años de vigencia? 

Como se puede observar, el cumplimiento de las cuotas es variable y en 
muchos de los casos es inexistente. Esto nos revela ciertos problemas en cuan­
to al cumplimiento de la norma y nos plantea nuevos retos para superarlos. 

En primer lugar, la norma es cumplida en aquellos niveles en los que se 
hace más visible la participación de las mujeres, como en el caso de los minis­
terios, pero a medida que se desciende en los diferentes niveles y se llega a 
lugares más locales y menos visibles, la Ley tiende a ser incumplida. Esta situa­
ción se puede explicar en gran medida por la existencia de un desconocimien­
to de la Ley en los niveles territoriales. Sobre este problema, Cecilia Barraza 
de SISMA Mujer afirma que es necesario que la Ley se difunda porque los 
funcionarios en muchos de los niveles la desconocen. De la misma manera, es 
necesario que se desarrolle una campaña en la que se le haga conocer a todos 
los ciudadanos que la Ley existe y es de obligatorio cumplimiento". 

De la misma manera, es necesario que se haga claridad en cuanto a qué 
niveles y a qué cargos específicamente en cada entidad se aplica la Ley de cuo­
tas. Como se señaló anteriormente, uno de los inconvenientes que se han pre­
sentado a la hora de evaluar el cumplimiento de la norma es que los funcio­
narios reportan un cumplimiento de la misma a partir de un cálculo global de 
la presencia de las mujeres en determinada institución, pero no de la presencia 
de las mujeres en cargos decisorios. Así, este problema del diseño de la norma 
debe tratar de ser suplido a través de capacitación a los funcionarios de cada 

entidad pública. 

Ahora bien, retomando la idea de que es en los niveles ministeriales y simi­
lares en donde existe una mayor tendencia al cumplimiento de las cuotas, entre 
otras cosas por ser estos espacios en los que se hace más visible la presencia de 
las mujeres, se pueden identificar dos puntos de reflexión. En primer lugar, a 
partir de la información anteriormente presentada, y tal y como lo apuntan 
Wills, existe una particularidad en la forma en que se ha dado el cumplimien­
to de la Ley en los niveles ministeriales ya que 

Las carteras ministeriales en manos femeninas cn muchas ocasiones corres­

ponden a los imaginarios tradicionales dc distribución de roles que le atribu­

yen una esencia a las mujeres (maternales, solidarias, sensibles) y le asignan 

ciertas tareasespecificas(elcuidado dc otros, por ejemplo). Por eso,a las muje­

res, cn Colombia, siguiendo un patrón más general, se les ha asignado cargos----_..~.._-_. 
39 Entrevista con Cecilia Barraza, BogoL1, septiembre 20 de 200~ 
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directivos en salud,educación y cultura, pero sólo en ocasiones excepciona­

les en hacienda o desarrollo (Wills, 2002:27W'. 

Adicionalmente a esta situación, la presencia de mujeres en altos cargos 
decisorios en la rama ejecutiva, como los ministerios, nos lleva nuevamente al 
tema de la representación y nos plantea la pregunta sobre si la presencia de las 
mujeres en los cargos de aquellos niveles en donde se cumple la Ley de cuo­
tas se traduce en un trabajo a favor de los intereses y necesidades de las muje­
res, es decir en una labor representativa. Es claro que la cuota política en sí 
misma se constituye en un mecanismo a través del cual se pretende lograr la 
inclusión de las mujeres en el ámbito político. Esta medida por sí sola logra la 
inclusión, mas no la representación política. 

Una evaluación de la dimensión representativa a partir del cumplimiento 
de la Ley de cuotas durante los últimos cuatro años podría ser muy incipien­
te en este momento por ser aún muy reciente su aplicación. No obstante, es 
importante tener en mente el desarrollo de esa dimensión representativa que 
nos interesa para el caso de las mujeres en la que se evidencia la existencia de 
una sensibilidad de género entre las"representantes". Para ello se debe evaluar, 
tal y como lo señalan Wills, si 

Sc han diseñadoe implementado políticas públicas dirigidas específicamente 

hacia las mujeres, si se han diseñado instituciones que pretenden contribuir a 

crear las condiciones necesarias paraalcanzar una equidad de género y sc han 

promovido leyes que favorecen específicamente a las mujeres (WiHs, 2002: 
267). 

De esta manera, queda pendiente el desarrollo de un trabajo de evaluación 
de los resultados arrojados por la Ley de cuotas en cuanto a la dimensión 
representativa que implica el ejercicio de la política, así como sus resultados en 
otros ámbitos como el electoral. 

La representación política femenina y la reforma política 

El 3 de julio de 2003 fue aprobado en plenaria el Acto Legislativo 01 
de 2003 por medio del cual se modificaron algunos contenidos de la 
Constitución Política de 1991 referentes a la administración pública, funcio­
namiento del Congreso de la República y ordenamiento territorial que, de 

40	 Se dcbc dejar claro que durante la administración Uribc esta situación constante cambió cuando fue 
designada por primera vez una mujer en el cargo dc Ministra de Defensa. 
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igual manera, introduce modificaciones al sistema electoral y de partidos. En 
términos de la participación y representación política, que es el tema que nos 
ocupa, las principales modificaciones hechas en la reforma política de 2003 
fueron las siguientes. 

En cuanto a los partidos políticos, la reforma estableció la prohibición de 
la doble militancia política, hizo la inclusión de un umbral electoral del 2% de 
los votos válidos emitidos en el territorio nacional como requisito para que los 
movimientos y partidos políticos puedan obtener y mantener su personería 
jurídica, modificando así la exigencia de 50.000 firmas o votos contenida en la 
Constitución Política. El 2% de los votos válidos emitidos se constituye en una 
fuerte exigencia para la conformación de partidos y movimientos políticos. 
Adicionalmente a estos dos requisitos, en el texto de la reforma política se esta­
blece que los partidos y movimientos con personería jurídica contarán con 
estatutos internos para regular lo ateniente a su régimen disciplinario interno. 
Esto significa la reafirmación de la autonomía interna de los partidos ya con­
tenida en la Constitución Política. 

En cuanto a las modificaciones al sistema electoral, se establece en primer 
lugar que 

Los partidos y movimientos políticos presentarán listas y candidatos únicos,
 

cuyo número de integrantes no podrá exceder el de curules o cargos a pro­


veer en las respectivas selecciones ... las curulcs a las corporaciones públicas
 

se distribuirán mediante el sistema de cifra repartidora entre las listas de can­


didatos que superen un mínimo dc votos que no podrá ser inferior al dos por
 

ciento (2%) de los sufragados para el Senado de la Re C01\10 están pública o
 

al cincuenta por cielito (50%) del cuociente electoral en c1 caso de las demás
 

corporaciones, conforme lo establezca la Constitución y J:¡ Ley (...)".
 

Estas dos modificaciones se entienden como estímulos para promover la 
agrupación de los partidos y así combatir la fragmentación y dispersión de 
listas para la elección de los cuerpos colegiados. A estas disposiciones se le 
añadió la introducción del voto preferente opcional dentro de las listas úni­
cas. Lo anterior significa que los partidos y movimientos políticos deben pre­
sentar listas únicas y tienen la opción de determinar si la lista es abierta", con 

41	 Acto Legislativo 01 dc 2003. Diario oficial No. 45.237 del 3 de julio dc 2003. 
-l2	 En este caso el elector puede escoger por cuál de 105 candidatos de la lista vota específicamente de tal 

manera que el orden en que se presenta la lista no es el que va a determinar el orden de los candida­
tos elegidos de esa lista sino el número de votos que tenga cada candidato. Así. si el candidato que se 
encuentra cn el renglón 10 de la lista (por cjcmplo) es el quc obtiene un mayor número de Votosocupa 
la primera curul 'Iue obtenga su partido y así en orden descendente. 
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inclusión del voto preferente, o si la lista es cerrada", lo que significa que no 
se aplicaría este. 

Estas modificaciones al sistema de partidos y al sistema electoral afectan 
directamente la. posibilidad de representación política de las mujeres en 
Colombia. En primer lugar, dadas las dinámicas del sistema, se prevé que para 
las próximas elecciones para Congreso de la República (2006), se va a optar 
por el sistema de listas únicas abiertas, es decir con voto preferente. De esta 
manera, las mujeres van a entrar a competir directa e individualmente (aunque 
hagan parte del mismo partido) con los hombres que tradicionalmente se han 
desempeñado en la arena política. Este sistema hará que la tendencia del voto 
sea más personalista que partidista ya que los electores votarán por la persona 
más que por el partido, lo que pone en desventaja a las mujeres que no cuen­
tan con la tradición política de los hombres. 

De igual forma, con la inclusión de las listas únicas, la competencia inter­
na por la obtención de un renglón en las listas será muy fuerte. Esto afectará a 
las mujeres ya que 

si los partidos no planifican en época no electoral los procedimientos de 
selección de las candidaturas por mérito,competencia y voluntad política para 
superar la sub representación, entre otros factores, muchas mujeres de todos 
lospartidos puedenserexcluidas de la competencia política (Sisma, 2004). 

De esta manera, la participación política de las mujeres se puede ver afec­
tada por la dinámica que adquiera el sistema a partir de las modificaciones 
hechas a los partidos y al sistema electoral. El único campo posible de acción 
es el de los partidos en su interior, ya que la autonomía interna que les con­
fiere la Constitución y la reforma es la única vía para que se configuren prác­
ticas de inclusión que garanticen la presencia de las mujeres en las listas de 
los diferentes partidos y movimientos. 

A este respecto se debe señalar que el Partido Liberal de Colombia adop­
tó voluntariamente la cuota política para las mujeres dentro de las listas que 
se presenten a elecciones. En efecto, los estatutos del Partido Liberal que 
rigen en el año 2005 establecen que en todas las elecciones, cuerpos de 
dirección y listas las mujeres deben contar con un mínimo del 30%. 
Adicionalmente se señala que esta cuota se debe cumplir de la misma mane­

43	 En la lista cerrada, el elector VOL' por la lista y la asignación de curules se da en el orden en que fue 
presentada en la lista. Este sistema ha sido el tradicional en el sistema electoral colombiano. 
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ra en las direcciones regionales o nacionales. En las listas para elección popu­
lar se debe incluir un 30% de mujeres en puestos elegibles?'. 

No obstante el panorama descrito anteriormente, se debe señalar que en 
el proceso de configuración y aprobación del proyecto de reforma política en 
el Congreso de la República, la inclusión de las cuotas dentro de las listas de 
los partidos políticos colombianos fue uno de los temas presentes en las pro­
puestas de reforma. Específicamente, el proyecto de reforma presentado por el 
movimiento político Polo Democrático Independiente contemplaba la inclu­
sión del sistema de cuotas en los partidos y movimientos políticos así: 

Elordenamiento interno de los partidosy movimientos políticos, la adopción
 

de postulados ideológicos y de sus programas, así como la escogencia de sus
 

dignatarios y candidatos a cargosde elección popular,se regirán por princi­

pios democráticos, garantías al derecho de lasminoríasy de equidad de géne­


ro que asegure como mínimo el treinta por ciento (30%) de participación de
 

lasmujeres",
 

La elaboración de esta propuesta estuvo guiada y asesorada principal­
mente por la Red Nacional del Mujeres, el Observatorio de mujeres y par­
ticipación política e iniciativa de Mujeres colombianas por la paz. Este punto 
fue incluido dentro de la redacción del texto final del proyecto de reforma 
política que unificó las propuestas del partido liberal y del Polo Democrático 
y fue aprobado durante los cuatro primeros debates. No obstante, durante el 
primer debate del segundo periodo de sesiones del Congreso, este punto fue 
eliminado del proyccro'". 

A	 modo de conclusión 

El punto de partida para la creación de un espacio propicio para las accio­
nes afirmativas en Colombia ha sido sin duda la Constitución de 1991 con el 
principio de igualdad formal y con lo contenido en el artículo 13. A partir de 
la promulgación de la Constitución, la participación y organización de la 
sociedad civil ha sido fundamental en la configuración, reglamentación y des­
arrollo de las medidas de acción afirmativa. La Ley de cuotas es un claro ejem­

0101	 La inrplcmcntación de ~'la medida en el ámbito electoral 'c dará por primera vez en las elecciones 
nacionales del año 2006. Por '''1.1 razón, en la actualidad no se CU"Ill.1 con la información requerida para 
evaluar 1,1 aplicación de la mi-ma. 

015 Tomado del proyecto de referendo presentado por el 1'010 Democrático, (ArlÍculo 1) 
016 Para 1,1 aprobación de una reforma constirucioual se requiere la aprobación de la misma durante 8 deba­

tev, El punto dc IJ~ CUOla, en lo, par lidm politicov fire eliminado durante el quinto debate. 
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plo en donde se evidencia la importancia de la participación de la sociedad 
civil organizada para la promulgación de una ley a favor de UII grupo deter­
minado de la sociedad, en este caso las mujeres. 

La configuración y aprobación de la Ley de cuotas en Colombia se consti­
tuye en el logro más reciente de inclusión de las mujeres dentro de la esfera polí­
tica. Como se vio a lo largo del artículo, las cuotas políticas se constituyen en uno 
de los mecanismos más efectivos y tradicionalmente usados en las democracias 
contemporáneas para lograr la inclusión de las mujeres en el terreno político. 

De esta manera, se considera que la Ley de cuotas es una acción de pre­
ferencia afirmativa ya que a través de este mecanismo se busca remediar una 
situación de marginalidad del colectivo de mujeres que se ha dado históri­
camente en el sistema burocrático estatal, especialmente en las instancias de 
toma de decisiones, para así lograr la equidad de género en el ámbito deci­
sorio del sistemas estatal. 

De acuerdo con el planteamiento de Mala Htun, el reciente desarrollo del 
sistema de cuotas en las democracias contemporáneas surge gracias a la com­
binación de una serie de factores que han actuado conjuntamente. 
Específicamente Htun señala que ha sido fundamental el papel desempeñado 
por el movimiento feminista, la creación instrumentos internacionales a favor 
de la equidad de género (CEDAW y el Plan de acción de la Conferencia de 
Beijing) y el surgimiento de argumentos normativos y del movimiento ferni­
nista a favor de los mecanismos de inclusión como las cuotas. 

Es importante señalar que a pesar de que es reconocido el valor de las cuo­
tas para el colectivo de mujeres, existen argumentos a favor y en contra de ellas 
que pueden ser tenidos en cuenta a la hora de generar recomendaciones bien 
sea para la implementación de este sistema o para el mejoramiento de su fun­
cionamiento, como podría ser el caso colombiano. 

En términos generales, los argumentos a favor de las cuotas reconocen las 
bondades de este mecanismo para que, como se señaló anteriormente, se dé la 
inclusión de las mujeres en la política. Dentro de estos argumentos se resalta el 
hecho de que las cuotas contribuyen a hacer visible la diferencia sexual. De esta 
manera, las cuotas contribuyen a construir un universo simbólico en el que se 
deja claro que las mujeres tradicionalmente han estado excluidas del ámbito polí­
tico y que se requiere que esta situación cambie ya que la presencia de las muje­
res es necesaria en dichos espacios. Adicionalmente al carácter simbólico de las 
cuotas, también es importante garantizar no sólo la presencia de un número de 
mujeres en los distintos espacios, sino la constitución de la masa crítica de la que 
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habla Dahlerup que permita a su vez el desarroJIo e implementación de un com­
portamiento representativo de las mujeres que se encuentran en el poder. 

Por su parte, los argumentos que se presentan en contra de las cuotas se 
centran en el hecho de que algunos entienden este mecanismo como una 
forma que fomenta el desinterés masculino por los problemas que atañen a las 
mujeres "pues los hombres tienden a considerar que éstos se resolvieron con 
la entrada de determinada cantidad de mujeres en las instancias de decisión" 
(Dahlerup, 1993). Esta afirmación se puede contra argumentar haciendo alu­
sión precisamente al concepto de masa crítica puesto que si se garantiza la 
construcción de una masa crítica a través de los cupos para las mujeres obte­
nidos a través de las cuotas, no debería haber preocupación para que otros sec­
tores de la sociedad se ocupen de los asuntos que les atañen a las mujeres. 

Ahora bien, retomando los argumentos presentados por Htun, para el caso 
colombiano se dio una serie de factores cuya conjunción conllevó a la pro­
mulgación de la Ley 581 de 2000. El recorrido hecho a lo largo de este artí­
culo nos permite identificar los principales elementos y dinámicas que con­
tribuyeron para la creación de la Ley de cuotas. En primer lugar, está el papel 
desempeñado por la sociedad civil, concretamente el papel desempeñado por 
el movimiento de mujeres, no sólo a través de su actividad pública sino en su 
labor de apoyo en las diferentes instancias en las que se presentó el proyecto. 
Su papel se destacó desde el origen mismo de la Ley y su colaboración duran­
te el proceso de formulación del proyecto y de acompañamiento al trámite 
legislativo estuvo centrada en la elaboración de antecedentes y de argumen­
tos en los que se mostraba la importancia de la Ley de cuotas para el sistema 
democrático y la necesidad de la misma para el colectivo de mujeres en 
Colombia, tradicionalmente marginado de ámbito político. Este apoyo se 
prestó principalmente en el Congreso de la República a los senadores y 
representantes que se encargaron de la elaboración y presentación de los dife­
rentes proyectos de ley realizados durante las siete legislaturas en las que se 
intentó la aprobación de las cuotas. De igual manera, se dio un apoyo para el 
debate interno que se presentó en la Corte Constitucional, a la par con la par­
ticipación de algunas integrantes del movimiento de mujeres en la audiencia 
pública que se realizó en esta instancia. 

Este apoyo de igual manera se dio en el nivel ejecutivo puesto que el 
movimiento de mujeres trabajó junto con las funcionarias de la Dirección 
Nacional para la Equidad de la Mujer para apoyar el Proyecto de Ley de 
Cuotas. Esta participación de las funcionarias del ejecutivo fue de igual 
manera fundamental para su aprobación en el Congreso de la República. De 
esta manera, hubo una conjunción de fuerzas en las que se configuró el 
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triángulo del empoderamienro en donde los actores principales fueron el 
movimiento de mujeres, los congresistas que elaboraron y presentaron los 
diversos proyectos de ley y las funcionarias de la rama ejecutiva. 

La aprobación y promulgación de la Ley de cuotas se dio entonces por 
la vía legislativa a través de una reforma constitucional en donde intervinie­
ron tanto la rama legislativa (elaboración y aprobación), la judicial (revisión 
de la norma constitucional) y la rama ejecutiva, quien promulgó la Ley. 
Siguiendo los planteamientos de Htun, la configuración y aprobación de la 
Ley de cuotas surge dentro del contexto histórico y político del país en el 
que se da un reconocimiento a la diversidad de la sociedad, la variedad de 
grupos étnicos, religiosos y culturales que la componen, y la presencia de 
demandas de estos grupos por su reconocimiento e inclusión en las diferen­
tes dinámicas sociales. Este fue el caso específico de las cuotas para las muje­
res en Colombia. 

Ahora bien, los datos presentados acerca del cumplimiento de la Ley de 
Cuotas en Colombia entre mediados del año 2000 y el año 2004 dejan como 
conclusión que el cumplimiento de la norma ha sido variable y en gran 
medida ha dependido de las diferentes instancias de aplicación (en unas ins­
tancias se cumple sistemáticamente y en otras no), siendo las instancias loca­
les y descentralizadas las de menor cumplimiento. Esto revela que la aplica­
ción juiciosa de la Ley depende en gran medida de la voluntad política de 
los gobernantes para su cumplimiento. 

Pero más a1J:í del cumplimiento en cifras de la Ley de Cuotas durante los 
últimos años, este artículo deja planteado un debate fundamental que propo­
ne retos a futuro a favor de los intereses de las mujeres en el ámbito políti­
co en Colombia. El debate que se plantea es retomado a partir de la propues­
ta de María Emma WiIls, que apunta a diferenciar el significado de la inclu­
sión de las mujeres y la representación política de las mismas. 

Como se vio anteriormente, la cuota política es un mecanismo que 
busca asegurar la igualdad entre hombres y mujeres a través de la inclusión 
del grupo tradicionalmente marginado, en este caso las mujeres, en el ámbi­
to político. Así, siguiendo a Wills, la cuota se relaciona directamente con la 
inclusión, pero no garantiza la representación de los intereses y necesidades 
del colectivo de mujeres. La conclusión de este debate es que en Colombia 
se ha desarrollado un mecanismo incluyente, como lo son las cuotas políti­
cas, y se requiere de estrategias adicionales para el desarrollo de la dimensión 
representativa del colectivo de mujeres, de la conformación de una masa crí­
tica que actúe a favor de este colectivo. 
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Quedan así varias lecciones para el caso colombiano, con miras a superar los 
inconvenientes que se han presentado en la aplicación de la Ley y, sobre todo, 
del desarrollo de un comportamiento representativo de las mujeres que lle­
guen a los cargos de designación en los niveles decisorios. Para ello se propo­
nen tres acciones concretas. 

En primer lugar, se requiere de un trabajo de mayor difusión de la Ley de 
cuotas entre los funcionarios públicos y los ciudadanos en general para que se 
conozca su existencia y su campo de aplicación. Esta información es funda­
mental para que la sociedad civil esté al tanto de su cumplimiento. 

Segundo, se requiere del desarrollo de futuras investigaciones que inda­
guen por la incidencia de la Ley de cuotas en otros ámbitos de la sociedad, 
como una posible aplicación del mismo sistema en el sector privado, o la inci­
dencia en el aumento o disminución del número de mujeres elegidas por voto 
popular, entre otras. El desarrollo de estas investigaciones será igualmente fun­
damental para determinar si se ha dado un comportamiento representativo por 
parte de las mujeres que han llegado al poder por designación a través de la 
Ley de cuotas. En suma, está en el orden del día poder determinar las fortale­
zas y debilidades de la ley y su aplicación. 

De la misma manera, dado que las cuotas políticas para las mujeres en 
Colombia se logran por designación, y no por elección, es necesario adelantar 
un trabajo conjunto con los partidos y movimientos políticos para que éstos 
voluntariamente adopten el sistema de cuotas en el interior de sus organizacio­
nes. Como se señaló, las cuotas originalmente, y tradicionalmente, fueron disc­
liadas para los partidos políticos para garantizar la presencia de las mujeres en los 
cargos de elección. Las cuotas son exitosas, siguiendo a Htun, en aquellos casos 
en que los partidos políticos deciden adoptar este sistema en su organización 
interna para las elecciones. De ahí que sea imperativo que se desarrolle un tra­
bajo con los partidos colombianos para que se adopte este sistema. La necesidad 
aumenta en la medida en que la reforma al sistema electoral amenaza la presen­
cia de las mujeres en los cargos por elección. 

Así, la cuota política como forma de inclusión de las mujeres en Colombia 
requiere de acciones adicionales que van desde el trabajo conjunto con los par­
tidos y movimientos políticos hasta el desarrollo de medidas que estimulen un 
comportamiento representativo de las mujeres que llegan al poder, buscando 
lograr la conjunción armónica entre inclusión y representación. 
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